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Presentación

El Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) se
complace en presentar el número 38 de su Revista IIDH, correspon-
diente al segundo semestre de 2003. Se trata de una edición mono-
gráfica dedicada al tema Justicia y seguridad, eje temático del XXI
Curso Interdisciplinario en Derechos Humanos, llevado a cabo en
San José, Costa Rica, del 23 de junio al 4 de julio de 2003. Como
anunciáramos en el número anterior, el correspondiente al segundo
semestre de cada año recogerá las ponencias de algunos de los do-
centes, así como trabajos de investigación de varias personas partici-
pantes en este curso anual -preparados para optar por el Certificado
Académico correspondiente al XXI Curso-, como lo hemos hecho en
números monográficos anteriores (No. 32-33, Acceso a la justicia;
No. 34-35, Participación política; No. 36, Educación en derechos hu-
manos).

A partir de la evaluación del escenario actual latinoamericano,
dentro del contexto de globalización, y los retos actuales a los dere-
chos humanos, el IIDH ha formulado una estrategia institucional que
propone focalizar la acción institucional en aquellos derechos y con-
juntos de derechos en los que puede realizar aportes más sustancio-
sos y que, además, considera prioritarios.  Uno de estos campos de
derechos es el relativo al acceso a la justicia y dentro de ese marco,
el de la seguridad ciudadana. 

Ciertamente el Instituto ha venido desarrollando diversas activi-
dades en torno a esta temática, entre otras, las impulsadas dentro del
Proyecto derechos humanos, seguridad ciudadana y sociedad civil
(1996-1999). Asimismo, desde hace varios años ofrece oportunida-
des de capacitación para miembros de la fuerza pública en varios
países. Actualmente ejecuta un nuevo proyecto dentro del Programa
de Fuerzas Armadas del Departamento de Instituciones Públicas.
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Otro proyecto en curso de ejecución atiende el tema de políticas pú-
blicas de seguridad; como parte de este proyecto se llevó a cabo el
Taller sobre seguridad ciudadana realizado el 21 y 22 de Junio del
2003. Además, el IIDH mantiene una sección especializada sobre el
tema en su sitio web: Seguridad y derechos humanos (http://ww-
w.iidh.ed.cr/comunidades/seguridad/).

Hemos dividido este número de la Revista IIDH en tres partes: la
aplicación del derecho internacional en el derecho interno en
América Latina; seguridad, justicia y política en los países latinoa-
mericanos; y, seguridad y derechos de grupos en condición de vulne-
rabilidad. En la primera parte hemos incluido tres artículos, de
Guido Ibargüen, boliviano, Mariano La Rosa y Carlos Constenla,
argentinos, participantes del XXI Curso. El primero nos ofrece una
revisión del caso boliviano con relación al derecho internacional, el
derecho internacional de los derechos humanos y el Tribunal Cons-
titucional, repaso analítico y crítico que hace con el fin de determi-
nar si la vinculación entre aquellos permite una mejor protección de
los derechos humanos en su país. La Rosa presenta una investigación
que realizó con el objeto de determinar la  importancia y trascenden-
cia de la Corte Penal Internacional en la represión de actos que, en
forma más grave y desmesurada, atentan contra los derechos funda-
mentales de la humanidad. Constenla desarrolla el tema de la aplica-
ción del derecho internacional de los derechos humanos por lo tribu-
nales argentinos.

La segunda parte incluye cuatro artículos sobre el tema general de
seguridad, justicia y política en América Latina. Los dos primeros
tratan de casos particulares: la participante argentina del Curso, Ele-
na Mariani, analiza el fenómeno delictivo en Buenos Aires; Lorena
Sánchez, ecuatoriana, nos habla de la inseguridad en la frontera
ecuatoriano-colombiana, en el marco del Plan Colombia. Los otros
dos tratan el tema desde una perspectiva más general: Horacio Esber,
argentino, nos invita con su ensayo sobre la represión del delito y su
funcionalidad a reflexionar sobre temas claves del problema de
seguridad hemisférico; de Marta Altolaguirre Larraondo, guatemal-
teca, ex Presidenta de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, publicamos su ponencia sobre seguridad ciudadana en el
hemisferio americano.

Por último, publicamos en la tercera parte cuatro artículos, relati-
vos al tema de la seguridad en el caso de grupos en condición de vul-
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nerabilidad. Los dos primeros sobre el caso brasilero: Marcia Cana-
rio de Oliveira desarrolla el tema de la tortura y la seguridad pública
en Brasil; Welinton Pereira da Silva analiza el tráfico de mujeres, ni-
ños y adolescentes y su relación con la seguridad social. Con el apor-
te de dos ponentes se cierran la tercera parte y la edición: de Emilio
García Méndez, Profesor asociado de criminología (Facultad de Psi-
cología, Universidad de Buenos Aires), publicamos la ponencia que
ofreció en el marco del XXI Curso sobre la  responsabilidad penal de
los adolescentes en América Latina. Juan Carlos Murillo, Encargado
de Capacitación en Protección de la Unidad Legal Regional del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (AC-
NUR), nos invita a reflexionar sobre la relevancia de la justicia y la
seguridad para la protección internacional de los refugiados, tema
sobre el que habló en el marco de la Cátedra Nansen que ACNUR
ofrece anualmente en el Interdisciplinario del IIDH.

Los invitamos a conocer los alcances de este tema, central para la
vida de todas las personas que habitamos este hemisferio, mediante
los aportes e interesantes perspectivas de los autores y autoras, agra-
deciendo a Byron Barillas (Guatemala) por su participación en la
edición de este número. Dejamos abierta la invitación a  todas aque-
llas personas que deseen enviar sus trabajos a la consideración del
Comité Editorial de la Revista IIDH, aprovechando la oportunidad
para agradecer, asimismo, a las agencias internacionales de coopera-
ción, agencias del sistema de Naciones Unidas, agencias y organis-
mos de la Organización de Estados Americanos, universidades y
centros académicos, con cuyos aportes y contribuciones es posible la
labor del IIDH.

Roberto Cuéllar M.
Director Ejecutivo





Seguridad, justicia y política en los
países latinoamericanos 





* Participante en el XXI Curso Interdisciplinario en Derechos Humanos. Asesora
de Gabinete del Ministro de Seguridad, Ministerio de Seguridad, Provincia de
Buenos Aires, Argentina.

El fenómeno delictivo en Buenos Aires:
seguridad ciudadana y rol de la policía

Elena Laura Mariani*

Introducción

El ámbito de investigación del presente trabajo es el de la seguri-
dad pública de la Provincia de Buenos Aires, República Argentina,
planteándose tres objetivos, a saber: 1) determinación del nuevo es-
cenario del delito urbano; 2) análisis de la actuación policial en el
marco de este nuevo escenario delictual; y, 3) formulación de pro-
puestas de adecuación y modernización policial.

En cuanto al desarrollo temático, se procedió a la recolección y
procesamiento de datos a partir de: 

a) Instituto Nacional de Estadísticas y Censos a fin de determinar
estadísticamente tanto la pauperización social, como los procesos
de desintegración y diferenciación social marcados por el cre-
ciente deterioro de las condiciones de vida de los sectores medios
y bajos. 

b) Sistemas de recolección y análisis de la información delictiva a
través del mapeo del delito, que consiste fundamentalmente en
una herramienta informática para la planificación y despliegue de
operativos preventivos de conformidad a las zonas georeferencia-
das de ocurrencia de ilícitos. Entre estos estudios se destaca el
mapa del delito, cuya elaboración permite conocer la actividad
delictiva desarrollada en un tiempo y un espacio determinado, sus
formas de manifestación, tipologías, frecuencia y evolución, y, de
ese modo, facilita la identificación de zonas y/o horarios de alto,
mediano y bajo riesgo en los que se concentran determinados ti-
pos de incidentes, faltas y/o crímenes, y sobre los cuales deben
centrarse la actuación policial preventiva o conjurativa.
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La información obtenida se procesa a través del Sistema de Infor-
mación Geográfica (SIG), mecanismo computarizado de mapeo
que permite acumular la información delictiva e identificar su lo-
calización. Está compuesto por una base de datos y un sistema de
dibujos basado en mapas digitalizados, sobre la base de los cua-
les se vincula la información y se permite una visualización de la
cartografía asociada a la misma.

La elaboración del mapa del delito está concebida como una es-
tructura técnica especializada en la realización de actividades de
inteligencia conducente a la prevención del delito y para el pla-
neamiento policial investigativo.

c) Centro de Operaciones Policial (COP) y Dirección General de
Evaluación de información para la Prevención del delito del Mi-
nisterio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires.

d) Dirección Nacional de Política Criminal del Ministerio de Justi-
cia y Derechos Humanos de la Nación.

e) Instrumentos e información de los órganos jurisdiccionales que
investigan y llevan adelante causas penales vinculadas al robo de
automotores, desarmaderos, homicidios en ocasión de robo, se-
cuestros extorsivos, todos vinculados entre sí y con el tráfico de
estupefacientes. En particular, las investigaciones llevadas a cabo
por órganos judiciales con relación a la desarticulación de bandas
mixtas, de actuación territorial extensa y organización criminal
compleja y diversificada.

f) Consulta de los archivos de la Comisión Nacional sobre Desapa-
rición de Personas (CONADEP) de la Secretaría de Derechos Hu-
manos de la Nación.

g) Medios gráficos y audiovisuales.

h) Bibliografía especializada, ensayos, trabajos académicos, infor-
mes.

i) Normativa nacional e internacional sobre Seguridad y Derechos
Humanos.

j) Experiencias de reformas policiales en el marco de la recupera-
ción de la democracia en Argentina.

k) Plan de Modernización Policial de la Provincia de Buenos Aires.
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1 Calcagno, Alfredo Eric y Calcagno Eric. “ARGENTINADerrumbe neoliberal y
proyecto nacional”, Le Monde Diplomatique, febrero 2003, pág. 22.

2 Según la CEPAL, en la Argentina, el deterioro de las condiciones sociales y eco-
nómicas de sus sectores medios y bajos ha sido uno de los más profundos de la
región. Véase: CEPAL, Panorama social de América Latina 2000-2001, Nacio-
nes Unidas, Santiago de Chile, 2001.

Determinación del nuevo escenario del delito urbano 

La República Argentina está atravesando desde fines de la déca-
da de los setenta un profundo proceso de transformación, y sus con-
secuencias se expresan en los cambios sociales, económicos y polí-
ticos producidos. Particularmente y con mayor dramatismo fue
durante los años ’80 y ’90 que tuvieron lugar nuevas formas de con-
flictividad social, para cuya producción convergieron una serie de
condiciones sociales e institucionales. 

En la década de 1990 la política económica estuvo signada por el
ancla cambiaria, la apertura irrestricta a las importaciones y el en-
deudamiento, hasta que se agotó el acceso al financiamiento nuevo,
como durante el proceso militar: plata dulce, recesión y derrumbe. El
ajado tejido social permitió más y mayores negocios. La acumula-
ción del modelo rentístico financiero aprovechó el excedente econó-
mico generado por los restos industriales y confiscó las rentas de
servicios públicos, las rentas de los recursos naturales, mientras de-
sarrollaba un sistema bancario usurario. El resultado: destrucción del
Estado Nacional, desarticulación del aparato productivo, margina-
ción de la mitad de la población. Este Régimen se basó en el endeu-
damiento financiero sin límites como proyecto económico y en la
docilidad social como requisito político. Para ello estructuró una cla-
se política a su imagen y semejanza a través de la corrupción gene-
ralizada1.

En estos años, la Argentina atravesó por un hondo proceso de de-
sintegración y diferenciación social signado por el creciente deterio-
ro de las condiciones de vida de los sectores medios y bajos, la rup-
tura de los grupos familiares y vecinales básicos, la desarticulación
de los lazos de solidaridad comunitaria tradicionales, la consolida-
ción de una estructura altamente regresiva de distribución de los
ingresos y riquezas y la sumisión de vastos sectores sociales en una
situación de pobreza, indigencia y vulnerabilidad. Sin embargo, fren-
te a este dramático escenario, se produjo al mismo tiempo un signi-
ficativo aumento de la concentración económica entre los estratos
más altos de la sociedad2. Esta situación, en su conjunto, ha moldea-
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3 Bermúdez, Ismael. “Una pesada herencia para el nuevo Presidente”, DiarioCla -
rín, Buenos Aires, 27 de abril de 2003, s/p (versión digital sin números de pági-
na).

4 García Delgado, Daniel. Estado-nación y la crisis del modelo. El estrecho sen -
dero, Grupo Edit. Norma, Buenos Aires, 2003, pág. 164. 

do una estructura social compleja y heterogénea en cuyo interior se
ha generado un significativo crecimiento de la exclusión y margina-
ción social de importantes sectores de la comunidad.

En 2003, de los 36.223.947 de argentinos, el 57,5 % se encuentra
por debajo de la línea de pobreza, el 27,5 % se halla en situación de
indigencia y el 44,2 % son asalariados sin jubilación. Por su parte, de
la población económicamente activa, el 19,9 % está en situación de
subocupación y el 17,8 % está en situación de desocupación. Pero lo
significativo de este panorama está dado por la distribución de la ri-
queza entre los diferentes sectores sociales. En efecto, el 30 % más
rico de la población se apropia del 65,3 % de la riqueza nacional,
mientras que el 30 % más pobre de la población se apropia apenas
del 7,8 % de la riqueza y el 40 % de la población que conforman los
sectores medios se apropian del 26,9 % de la riqueza nacional3. En
definitiva, durante las últimas dos décadas, la Argentina pasó de ser
una sociedad signada por el pleno empleo, la estabilidad laboral, el
trabajo altamente regulado y los elevados índices de integración so-
cial, a una sociedad caracterizada por el desempleo estructural de lar-
ga duración, la profundización de la pobreza permanente y la apari-
ción de nuevas formas de indigencia, contorneando una de las situa-
ciones sociales más deteriorada y regresivas de América Latina4.

Los porcentajes presentados para el Total urbano Encuesta Per-
manente de Hogares (EPH) significan que, para mayo de 2003, se
encuentran por debajo de la línea de pobreza 2.960.000 hogares, los
que incluyen 13.002.000 personas. En ese conjunto, 1.244.000 hoga-
res se encuentran, a su vez, bajo la línea de indigencia, lo que supo-
ne 6.251.000 personas indigentes.

Al observar los datos puede verse que la incidencia de la pobreza
es mayor para las personas que para los hogares, lo que indica que,
en promedio, los hogares pobres tienen más miembros que los no po-
bres. Es decir, que las diferencias no provienen de una metodología
diferente, sino del tamaño de los hogares en ambos grupos.

El porcentaje de pobres y de indigentes así calculado se aplica al
total de la población de los aglomerados urbanos cubiertos por la
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EPH (6.949.000 hogares y 23.770.000 personas). Se advierte que es-
to supone que los hogares que no respondieron ingresos presentan en
esta variable la misma distribución que los que sí lo hicieron. En ma-
yo de 2003 los hogares en los cuales todos los componentes declara-
ron sus ingresos representan el 86% del total.

La medición de la pobreza mediante el método de la “línea de po-
breza” consiste en establecer, a partir de los ingresos de los hogares,
si éstos tienen capacidad de satisfacer -por medio de la compra de
bienes y servicios- un conjunto de necesidades tanto alimentarias co-
mo no alimentarias (entre ellas: vestimenta, transporte, salud, vivien-
da, educación, etc.) consideradas esenciales.

El concepto de “línea de indigencia”, se concentra solamente en
las necesidades alimentarias. Procura establecer si los hogares cuen-
tan con ingresos suficientes como para cubrir una canasta básica de
alimentos capaz de satisfacer un umbral mínimo de necesidades
energéticas y proteicas. De esta manera, los hogares que no superan
ese nivel son considerados indigentes. Estos hogares constituyen un
subgrupo dentro del conjunto de los hogares situados debajo de la lí-
nea de pobreza.

Hay que tener presente que la Provincia de Buenos Aires tienen
350.000 km2; 14.000.000 de habitantes, 134 municipios, incluye una
vasta y diferenciada realidad geográfica y productiva, tienen una am-
plia y completa red de rutas y autopistas por las cuales circula buena
parte de la riqueza productiva de la Nación, e incluye la concentra-
ción urbana más significativa en términos de superficie (700 km2),
habitantes, densidad poblacional y heterogeneidad social y económi-
ca. Y en cuanto a los indicadores mencionados, particularmente en
esta provincia y en el curso del presente año se ha determinado que
el 50,5% de los hogares y el 61,3 % de las personas se encuentran
bajo la línea de pobreza y solo, en el sector comprendido por la con-
centración de los partidos llamados del Conurbano, circundantes a la
Capital Federal de la República argentina., el 16.4 % de hogares y el
25,2% de personas se ubican bajo la línea de indigencia.

El accionar delictivo ha demostrado por su lado una significativa
capacidad para readecuarse permanentemente a la situación social y
a las medidas de prevención y conjuración. Flexibilidad y capacidad
de readecuación son dos rasgos centrales de buena parte del delito en
esta Provincia. 
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5 Sain, Marcelo. Plan de modernización Policial de la provincia de Buenos Aires,
Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, noviembre 2002.

La problemática delictiva en la Provincia de Buenos Aires está
íntimamente vinculada a las condiciones sociales existentes en su te-
rritorio, particularmente, en las grandes ciudades y suburbios que sir-
ven de escenario destacado al crecimiento delictivo observado en es-
tos años. 

Se fue configurando, entonces, una dinámica social proclive a la
apelación a la violencia o a la delincuencia como alternativa de adap-
tación individual y, en ciertos casos, como instancia fundamental de
supervivencia material y de referencia simbólica dentro del conjun-
to social, lo que ciertamente fue apuntalado por la omisión de otros
poderes u organizaciones sociales con capacidad de mediación y
contención de los sectores excluidos y marginados.

Por su parte, el crecimiento relativo de las diferentes modalidades
de criminalidad también está vinculado a la crisis del Estado bonae-
rense para la resolución de los conflictos sociales básicos y, puntual-
mente, a la incapacidad de éste para prevenir, enfrentar, evitar y
reprimir exitosamente al delito en sus diferentes manifestaciones,
cuya cara más visible está dada por el colapso del sistema penal,
penitenciario y, particularmente, el sistema policial5.

Particularmente en el sistema penal se operó una importante re-
forma, en su código de procedimientos, que sustancialmente con la
derogación de la ley 12.405 y la sanción de la nueva ley 12.059, res-
tringió notablemente el sistema de excarcelación vigente. De ese mo-
do tomando el tiempo de prisión preventiva que en la derogada ley
12.059 no podía exceder los dos años con una prórroga otorgada ex-
cepcionalmente por un plazo máximo de un año, con la nueva ley se
habla de “plazo razonable” en orden a lo que determina la Conven-
ción americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Cos-
ta Rica”.

El resultado actual de esta reforma, sin tener en cuenta la infraes-
tructura penitenciaria y fundamentalmente la situación de desagrega-
ción social y económica, produjo una explosión demográfica en las
unidades penitenciarias, y un hacinamiento con condiciones infrahu-
manas de detención en comisarías sin resolución de su situación pro-
cesal, sin precedentes en la historia de la provincia. Esto resiente gra-
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vemente el trabajo policial específico, de prevención, seguridad e in-
vestigación toda vez que casi un 30% del personal policial se en-
cuentra abocado a la custodia y traslado de detenidos. Pero además,
como veremos más adelante, la existencia de una red de inteligencia
criminal al interior de las prisiones, coadyuva a la planificación de
delitos graves, como secuestros extorsivos, robos de automotores y
otros, lo que agrava aún más la situación del escenario delictivo, to-
da vez que la resocialización, objetivo de las penas privativas de li-
bertad, no solo no está contemplada, sino que se fomenta con redes
ilegales, la subsistencia de las organizaciones criminales.

En el escenario social descrito, lo que se observa es el repliegue
del Estado en vastas regiones del territorio provincial y en conside-
rables sectores de su estructura social, haciendo que la efectividad de
la ley se extienda irregularmente en importantes sectores de la socie-
dad bonaerense y dando lugar a que, en ciertos espacios territoriales,
asentamientos precarios y las llamadas “villas miseria”, la ausencia
de regulación estatal sea reemplazada por extendidas redes delicti-
vas.

Ello ha dado lugar a un nuevo régimen de marginalidad urbana en
el que, a las situaciones de pobreza y exclusión social, se les ha su-
mado la privatización total de los circuitos básicos de socialización
individual y grupal y de estructuración colectiva. En estas situacio-
nes, la distribución, venta y consumo de drogas dentro y fuera de es-
tos verdaderos “guetos” ha pasado a constituir un rasgo novedoso y
una actividad que impacta sensiblemente la vida social. 

De este modo, la ausencia o la ineficacia estatal, favorece la con-
formación de poderes locales autónomos respecto de la legalidad
formal vigente y permite la articulación de formas violentas de do-
minación social protagonizadas, en general, por los grupos o bandas
delictivas que despliegan sus actividades en el interior de los nuevos
asentamientos territoriales.

La mayor parte de estos hechos delictivos registrados en nuestra
provincia fueron delitos contra la propiedad (casi el 70%), ubicándo-
se en un segundo plano los delitos contra las personas (25%). Por su
parte, en general son los delitos violentos y, en particular, los homi-
cidios dolosos, los que generaron durante los últimos años la mayor
preocupación de la ciudadanía, puesto que configura un tipo especí-
fico de criminalidad espectacular, notablemente visible, de efectos
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6 Sain, Marcelo. Nuevas problemáticas de seguridad y modernización policial en
la Argentina, CEPES, Buenos Aires, Junio 2003.

tangibles e inmediatos sobre las víctimas y que es objeto del más
contundente rechazo moral y social6.

Por su parte, durante el primer semestre del año 2002, en la Pro-
vincia de Buenos Aires se registró un total de 173.271 delitos. Si se
proyecta esta cifra conforme la misma tendencia cuantitativa obser-
vada durante el primer semestre, el total de delitos para el año 2002
sería de 346.542 hechos, significando un incremento de 37.664 deli-
tos respecto del 2001, esto es, un 10,8% más con relación al año an-
terior. En el período que abarca entre enero y septiembre de este año
se han cometido 266.749 delitos. Solamente en los meses de julio,
agosto y septiembre se cometieron 93.478 delitos, es decir, el 35%
de los delitos cometidos durante todo el año en curso. Si se mantie-
ne esta tendencia durante el último trimestre del año, la cantidad de
delitos cometidos para el segundo semestre del año totalizarían
186.956 hechos, lo que sumaría un total de 360.227 delitos para el
año 2002, esto es, 51.349 delitos más respecto del 2001 un 14,2%
más de delitos cometidos con relación al año anterior-.

La modalidad delictiva que mayor incremento tuvo ha sido el ro-
bo y hurto de automotores. Durante el año 2000, se produjeron
51.865 robos y hurtos de automotores. En el 2001, esa cifra se incre-
mentó a 58.979 hechos registrados y ya para septiembre del corrien-
te año se cometieron 58.039 delitos de esta modalidad. Por su parte,
una evolución semejante ha tenido el robo y hurto de ganado menor
y mayor o cuatrerismo Otra modalidad criminal organizada que se ha
desarrollado incipientemente durante los últimos años, en particular,
en el Gran Buenos Aires y en el resto de la Provincia de Buenos Ai-
res son los robos calificados bajo las modalidades de asaltos cometi-
dos por los denominados “piratas del asfalto”, esto es, el robo de
mercadería en tránsito. Es una modalidad delictiva no-violenta, de
carácter mayoritariamente local pero que está presente en diferentes
jurisdicciones provinciales, que genera una alta rentabilidad econó-
mica y tiene un fuerte impacto en ciertos circuitos productivos y co-
merciales lícitos. Es protagonizada por bandas relativamente com-
plejas encargadas del robo propiamente dicho, el almacenamiento y
la distribución minorista a comercios encargados de su venta. Mien-
tras que en el 2000 se produjeron 2.587 hechos y en el año 2001 unos
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7 Secuestro express: es el secuestro que se produce por unas pocas horas en las
que se establece comunicación con los familiares para el pago del rescate o se
obliga a la víctima a retirar dinero de los cajeros automáticos.

2.759 hechos, ya entre enero y septiembre del 2002 se produjeron
3.098 hechos, superando el total anual de los dos años anteriores. En
la modalidad de los robos de mercaderías en tránsito o “piratas del
asfalto”, si bien lo sucedido en el 2002 -1.693 hechos- no alcanza a
superar las cifras del 2000 -1.889 hechos-, ya supera el total del
2001, que fue de 1.491 hechos. En cuanto a la estadística delictual
del año en curso, tomando el primer semestre del año se cometieron
37.657 de robos y hurtos de automotores , 2145 hechos de robo y
hurto de ganado mayor, 1047 hechos de “piratas del asfalto”. En tan-
to, y especialmente a partir del año 2002, la modalidad secuestros
también presentó una marcada evolución ascendente. Mientras que
en el año 2001 se habían producido 22 secuestros express7 y 5 se-
cuestros extorsivos, entre enero y septiembre de 2002, se produjeron
120 secuestros express y 65 secuestros extorsivos. También hubo 6
autosecuestros. En conjunto, se detuvieron 95 personas implicadas
en todos estos hechos. 

Ahora bien, en este contexto, no solamente se incrementó la de-
lincuencia común, en particular, los robos con violencia o los hechos
delictivos cometidos por marginales -cuyas modalidades típicas han
supuesto el accionar tanto de delincuentes ocasionales y no asocia-
dos como de grupos organizados pero reducidos-, sino que también
creció la criminalidad protagonizada por organizaciones delictivas
que cuentan con un amplio despliegue logístico y operativo, y cuya
actividades ilegales apuntan a la generación de un alto nivel de ren-
dimiento económico. Las modalidades delictivas de estas asociacio-
nes ilícitas poseen un importante despliegue territorial -en algunos
casos, de alcance internacional y, en otros, de alcance nacional o re-
gional- y su grado de complejidad organizacional, compartimentali-
zación funcional, profesionalización y coordinación operativa entre
los diferentes grupos y subgrupos componentes le otorgan una rela-
tiva gravitación social. Entre las actividades delictivas desarrolladas
por estos grupos y consorcios se destacan el tráfico y comercializa-
ción de drogas, el tráfico y venta ilegal de armas, el robo, “doblaje”
y desarme de automóviles, y venta ilegal de auto-partes, los robos ca-
lificados bajo las modalidades de asaltos cometidos por los denomi-
nados “piratas del asfalto” y el secuestro de personas.
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8 Delitos cometidos con armas de fuego-Informe preliminar, Agosto 2003, Minis-
terio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, La Plata.

El tráfico y comercialización minorista de drogas ilegales -en par-
ticular, de cocaína y de marihuana- constituye la actividad ilícita más
importante y de mayor rentabilidad de estos núcleos delictivos.

La Argentina no es productora de los mencionados estupefacien-
tes ni por su territorio pasan las principales rutas internacionales de
tráfico de las drogas producidas en la región hacia los principales
mercados internacionales

Por su parte, el tráfico y venta ilegal de armas no configura una
actividad delictiva de alta rentabilidad pero su relevancia está dada
por el hecho de que este circuito provee la logística de armas para
gran parte de la criminalidad violenta. El grueso de este mercado ile-
gal es provisto principalmente por el armamento ligero y pequeño
-pistolas y revólveres- robados o ilegalmente traficados desde los lu-
gares de custodia policial-judicial de las armas secuestradas o deco-
misadas judicialmente y por el reciclado de las armas declaradas en
desuso por las fuerzas policiales, que no son destruidas y son ilegal-
mente colocadas en el mercado negro.

Según información oficial provista por el Ministerio de Seguridad
de la Provincia de Buenos Aires, el crecimiento significativo de la
criminalidad violenta es acompañado por el aumento del tráfico, por-
tación y uso ilegal de armas con fines delictivos en el ámbito de
esta jurisdicción provincial. De acuerdo al Centro de Operaciones
Policiales y a la Subsecretaría de Planificación y Logística de ese mi-
nisterio, en el 2000, se registró la comisión de 380.069 hechos delic-
tivos en la jurisdicción provincial, de los cuales 12.882 -esto es, el
3,38 %- fueron cometidos con armas de fuego. En 2001, de los
308.878 hechos delictivos registrados, 15.631 -5,06 %- fueron come-
tidos con arma de fuego, mientras que en 2002, de los 361.718 he-
chos delictivos, 18.920 -5,23 %- fueron cometidos con armas de fue-
go8. Vale decir, según estas información oficial, entre el 2000 y el
2002, el total de delitos registrados disminuyó levemente mientras
que el porcentaje de delitos cometidos con armas de fuego se dupli-
có. Por su parte, en 2002, la policía provincial secuestró 10.647 ar-
mas de fuego en diversos operativos, pero el 73,4 % de esos secues-
tros se produjeron en jurisdicción del Gran Buenos Aires, donde se
concentran los mayores índices de delitos violentos. Durante ese
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9 “Informe oficial de la Provincia de Buenos Aires: creció un 39.3% el uso de ar-
mas de fuego”, Diario La Nación, Buenos Aires, 15 de junio de 2003, pág. 19.

10 Desarmaderos: nombre con el que se designan a los locales, galpones de media-
nas y grandes dimensiones donde se desarman los automotores robados, para la
venta de sus repuestos y autopartes en forma ilegal.

año, el incremento en el secuestro de armas fue del 11 %, aunque en-
tre los años 2000 y 2002 dicho aumento fue del orden del 39,3 %.
Del armamento secuestrado durante el 2002, el 86 % corresponde a
armas de puño, las más utilizadas en los delitos violentos producidos
en al Conurbano bonaerense9. Por cierto, la expansión de este cir-
cuito delictivo está íntimamente ligada al crecimiento de la crimina-
lidad violenta y al aumento del accionar de las bandas protagonistas
de las principales actividades delictivas asociativas, así como tam-
bién a la participación indirecta o directa de las fuerzas policiales en
la consolidación de dicho circuito.

El robo y desarme de automóviles y la venta ilegal de auto-partes
constituye una de las actividades delictivas de mayor crecimiento,
complejidad y rentabilidad consolidada durante los últimos años en
las grandes urbes de la Argentina, en particular, en la Provincia de
Buenos Aires. Este problema delictivo conlleva, además, altísimos
niveles de violencia, particularmente, en la ocasión del robo del au-
tomóvil, ya que es una de las principales causas de los homicidios
dolosos. Además, implica una compleja interrelación entre los dife-
rentes grupos que participan del negocio, esto es, los encargados del
robo del vehículo, los que regentean los “desarmaderos”10 en donde
los vehículos robados son desarmados y se lleva a cabo la venta de
auto-partes, las denominadas “empresas recuperadoras” de autos ro-
bados y el sistema policial. En la región metropolitana de Buenos Ai-
res, el grueso de los desarmaderos se ubica en el Gran Buenos Aires
y la venta de auto-partes se extiende inclusive a la Ciudad de Buenos
Aires. En la Provincia de Buenos Aires, otra cara de esta modalidad
criminal está dada la “recuperación” de automóviles robados, activi-
dad llevada a cabo por numerosas empresas -legales o clandestinas-
regenteadas por ex jefes policiales, sobre la base de la información y
de los favores intercambiados por diferentes jefes en actividad. 

Por otra parte, es de destacar, el rol activo que han tenido miem-
bros de las bandas dedicadas a estos delitos, en el ámbito de los
establecimientos carcelarios, privados de libertad. Es así que fue po-
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11 Investigación Penal Preparatoria nº 263.414 “Elvio Fernandez y otros sobre aso-
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12 Estadística delictual, 2000, 2001 y 2002, Enero 2003, Ministerio de Seguridad
de la Provincia de Buenos Aires-Centro de Operaciones Policiales-Sección Es-
tadísticas, La Plata.

13 “Aumentó el robo de automóviles en la provincia de Buenos Aires”, Diario La
Nación, Buenos Aires, 22 de junio de 2003, pág.19. 

14 Programa televisivo PuntoDoc, Canal América, Buenos Aires, lunes 9 de junio
de 2003.

sible determinar por investigaciones judiciales11, y mediante el me-
canismo de escuchas telefónicas, la planificación de ilícitos que rea-
lizaban los jefes de estos grupos organizados, manteniendo desde el
interior de las prisiones el control operacional de la organización.
Como resultado de un minucioso y exhaustivo trabajo de funciona-
rios judiciales con el auxilio de técnicos en comunicación de la Po-
licía y el Servicio de Inteligencia del Estado, fueron detenidas trein-
ta y ocho personas, incautados centenares de automotores robados, y
pudo establecerse la conexidad con otras organizaciones criminales
de amplia actuación territorial en la Provincia.

De acuerdo con fuentes oficiales, solo en la Provincia de Buenos
Aires, durante el año 2000, se produjo el robo de 58.510 automóvi-
les. En 2001, estos hechos aumentaron levemente y llegaron a
58.974 casos, mientras que en 2002 se, alcanza la cifra de 78.326 he-
chos registrados12. Entretanto, según las concesionarias y compa-
ñías de seguro, en el conurbano bonaerense, durante todo el 2002, el
aumento de robos de autos fue del orden del 34,6 % con relación al
año anterior. Durante el primer cuatrimestre del 2003, se produjo un
incremento de este tipo de robo del 8,2 % respecto de todo el 2002
y del 48,7 % si se lo compara con el primer cuatrimestre del 200113.

A lo largo del 2002, en la provincia de Buenos Aires, se robaron
más automóviles que los vehículos nuevos que ingresaron al parque
automotor provincial14. En la actualidad, se estaría robando un pro-
medio de 11.000 autos por mes en todo el ámbito provincial, la ma-
yoría de los cuales -50 %- son desguazados en los “desarmaderos” a
los efectos de proveer de insumos al mercado negro de repuestos y
autopartes. Esta actividad estaría generando anualmente más de
$ 400 millones, aunque otras estimaciones indican que este mercado
ilegal movería unos $ 700 millones solamente en el ámbito provin-
cial. El 25 % de los autos robados son recuperados por empresas en-
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15 Diario Clarín, Buenos Aires, 15 de mayo de 2003, s/p; Diario Página, Buenos
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16 Diario, Buenos Aires, 6 de julio de 2003, Pág. 12.

cargadas de ese negocio, la mayoría de las cuales están conformadas
por ex comisarios de la policía provincial y llevan a cabo este nego-
cio en connivencia o sociedad con jefes en actividad. El resto de los
vehículos robados son “doblados” -cerca del 15 %-, es decir, se los
re-patenta ilegalmente de acuerdo a la documentación de otros vehí-
culos de idéntico modelo que se encuentran destruidos o incendia-
dos, o, cuando se trata de automóviles lujosos, son contrabandeados
a países limítrofes15.

Asimismo, el robo de automóviles implica un grado de violencia
criminal muy importante y en crecimiento. Durante el 2002, en la
provincia de Buenos Aires, más del 40 % de los homicidios dolosos
producidos en el ámbito provincial se cometieron en ocasión del ro-
bo del automóvil, al mismo tiempo que ocho de cada diez policías
bonaerenses fueron asesinados en igual circunstancias16. Entretanto,
durante los dos primeros meses del 2003, los robos de autos que se
perpetraron en el territorio provincial mediante la utilización de ar-
mas de fuego superaron a los que se cometieron mientras los autos
estaban estacionados en la vía pública. Los primeros significaron el
50,5 % del total de hechos registrados en tanto que los segundos sig-
nificaron el 49,5 %. A lo largo de los años anteriores, esas proporcio-
nen relación a los homicidios en ocasión de robos de rodados, regis-
trados en el conurbano bonaerense, puede citarse que, en el primer
semestre del 2000 se verifican 27 homicidios de este tipo; en el pri-
mer semestre del 2001 se denotan 24; en cambio, durante el año
2002 La cifra asciende a un total de 134, significativamente la canti-
dad de homicidios desciende en el primer semestre del año 2003 a
27, ello en virtud de la implementación de reformas legislativas que
han hecho posible el control parcial de estos ilícitos. De conformi-
dad con los índices señalados, surge del presente análisis la existen-
cia de numerosos ilícitos vinculados con la sustracción de vehículos,
como asimismo su adulteración registral, desguace y/o comercializa-
ción ilegal de autopartes, sin perjuicio de la utilización posterior de
tales rodados para la perpetración de delitos que afectan la vida, la
integridad psicofísica, la libertad y/o la propiedad de las personas. 

Conforme los elementos recabados a través de las distintas inves-
tigaciones en función judicial realizadas en distintas jurisdicciones
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17 Fiscalía de Estado: Organismo creado por la Constitución provincial, que entre
sus funciones tiene la de administrar los bienes del Estado, en particular auto-
motores secuestrados con orden judicial, producto de delitos, procediendo a su
remate y emisión de documentación para su registro posterior.

respecto a robo o hurto de automotor, es oportuno destacar que los
vehículos sustraídos pueden tener los siguientes destinos: a) ser uti-
lizados para la comisión de otro hecho delictivo y posteriormente
abandonado; b) ser trasladado fuera del país hacia países limítrofes
parea su comercialización en el exterior; c) ser comercializados en
forma defraudatoria mediante un simple cambio de chapa-patente y
confección de la documentación registral adulterada que le corres-
ponde; d) procurar el alta registral de los vehículos mediante adulte-
ración de la numeración de motor y chasis, utilizando al efecto do-
cumentación legítimamente expedida por la Fiscalía de Estado17 de
la Provincia de Buenos Aires; e) procurar la inscripción registral de
automotores de procedencia ilícita mediante la adulteración de la do-
cumentación expedida por el órgano provincial precitado; f) proce-
der al desguace de los automotores sustraídos y a la comercialización
de sus autopartes, utilizándose siempre como documentación respal-
datoria la emitida, aún legítimamente, por el organismo provincial.

Del mismo modo y a partir especialmente de la sanción de la Ley
13.081 en agosto de 2003, se redujo el número de homicidios en oca-
sión de robo, y se registró una notable baja de los delitos vinculados
con la actividad automotriz

Esta normativa regula las actividades de contralor de talleres me-
cánicos y comercios de automotores que funcionan en jurisdicción
de la Provincia de Buenos Aires, estableciendo sanción de multa pa-
ra el propietario, gerente o encargado de estaciones de servicio, talle-
res mecánicos y de reparación general de automotores que omitan
llevar los registros correspondientes o se nieguen a exhibir tales
registros ante el requerimiento del funcionario policial o de otra au-
toridad competente. Asimismo entre las tareas de contralor para la
prevención y conjuración adecuada de las actividades ilícitas que
eventualmente pudieren concretarse por incidencia directa o indirec-
ta del incumplimiento de tales obligaciones de registración mencio-
nadas, se faculta a la clausura, secuestro de mercadería de origen
ilícito y detención de los propietarios, debiendo mediar para ello
orden emanada de autoridad judicial competente.
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Es así, que en virtud del control de la actividad automotor regu-
lado por la normativa citada, a partir de su implementación el 1° de
agosto de 2003, y tomando en cuenta lo informado hasta el 18 de
septiembre, se realizaron en todo el ámbito de la provincia 13.257
inspecciones y 3.238 clausuras de locales destinados a la compra y
venta de repuestos y autopartes. Asimismo y en procedimientos efec-
tuados por personal policial de la Dirección de Sustracción de Auto-
motores, organismo creado en enero del año en curso en cumpli-
miento de un decreto provincial, antecedente de la Ley 13.081, y
entre los meses de Enero y Agosto se realizaron 10.387 procedimien-
tos, se clausuraron 1030 locales, se detuvieron 1996 personas, incau-
tándose 5815 vehículos y 327.051 autopartes de procedencia ilícita.

Durante los últimos tiempos, estas bandas -compuestas por
numerosos miembros que conforman varios grupos que actúan con-
certadamente-, han llevado a cabo diferentes actividades delictivas
relacionadas entre sí, en particular el tráfico y la venta de drogas y el
intercambio ilegal de armas. Como toda forma de criminalidad orga-
nizada, sus actividades ilícitas apuntan a obtener, directa o indirecta-
mente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material.
En algunos casos, el financiamiento de la organización y del
funcionamiento de estas bandas provendría de la industria de los
secuestros. De allí también surgirían los fondos que les permitirían
adquirir los miles de kilos de droga que compran en el exterior y co-
mercializan en la sociedad bonaerense así como las armas mediante
las cuales llevan a cabo sus ilícitos. Si bien muchos de sus cabecillas
habitarían en lujosos barrios típicos de los sectores sociales más aco-
modados, el grueso de sus integrantes proviene de diversos estratos
sociales pero sus bases operativas y logísticas se concentran en algu-
nos barrios de emergencia lindantes con las zonas habitadas por la
clase media y alta.

Así, estas actividades constituyen una nueva problemática socio-
criminal y han tenido particular despliegue en zonas en las que se
combina una alta densidad demográfica urbana, un marcado deterio-
ro socio-cultural de los estratos medios y bajos y un enorme contras-
te social entre la extrema pobreza y la riqueza más concentrada den-
tro de una misma región. 

Uno de los escenarios de mayor ocurrencia de hechos esta natu-
raleza, particularmente la operatoria de bandas criminales que utili-
zan los rescates que cobran por sus cautivos para capitalizarse y fi-
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nanciar operaciones de drogas en forma creciente, es el del partido ur-
bano de San Martín, de este modo lo ilustra una nota periodística1 8:

En sus 56,5 kilómetros cuadrados, San Martín tiene 53 villas, la
cuenta es fácil, casi una por kilómetro cuadrado […] Fue un barrio
obrero con vida e impulso de sociedad de fomento cuando San Mar-
tín era la capital de la industria y no sólo por la denominación oficial
que le pusieron cuando el derrumbe fabril ya estaba encima. Des-
pués, la miseria y la exclusión hicieron su tarea. Hoy forma parte de
una zona caliente donde el delito adquirió características peculiares
a fuerza del predominio de clanes familiares que llevan adelante sus
acciones a partir de un estratégico control territorial. Es el corredor
de las bandas de los llamados “narcosecuestradores: concepto mo-
derno para denominar a las bandas que usan la plata de los secues-
tros para financiar el negocio de las drogas […]

Un muchacho de 18, 19, 20 años sale con el auto del padre y va a
comprar droga a una villa, Elige una cercana al centro. Se llega fácil
y es fácil irse rápido. Pero algo sucede. Con las visitas habituales lle-
gan la confianza y las indiscreciones. Una alta fuente judicial de los
tribunales de San Martín contó a VIVA que la Justicia supo de varios
casos de jóvenes que terminaron secuestrados por la misma banda
que les vendía la droga […] Según los expertos, normalmente las or-
ganizaciones tienen una estructura celular. Unos o dos jefes manejan
subgrupos con roles específicos. Unos venden droga, otros salen a
secuestrar, otros se ocupan de la seguridad del capo. Cuando los in-
gresos trepan, los jefes suelen cambiar el barrio por la casa en el
country. Eso sí, conservan a los soldados en el terreno […] El nego-
cio tiene muchas vetas. Una variante es el tráfico de información -a
otras bandas- sobre víctimas tentadoras. Los llaman secuestros llave
en mano […]

Asimismo, también ha sido significativo el aumento de la violen-
cia en el accionar delictivo -común u organizado-, lo que bien puede
apreciarse en el incremento de los enfrentamientos protagonizados
con las fuerzas policiales así como también en cierta impronta ma-
fiosa puesta de manifiesto en algunos crímenes violentos.

En efecto, con relación a los enfrentamientos policiales19 y sus
consecuencias, durante el año 2002, en el ámbito provincial se pro-
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civil o uniformado); abracando también aquellos casos en los que el efectivo no
haya tenido oportunidad de actuar o defenderse ante una agresión imprevista.

20 Informe septiembre 2002, Dirección General de Evaluación de Información pa-
ra la Prevención del delito, Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos
Aires. 

21 El Parte urgente: (i) contiene los primeros datos recabados por una intervención
policial inicial (ii) su información es breve (descripción prima facie de la esce-
na de los hechos) y su presentación difiere según el estilo de narración de cada
informe.

dujeron un total de 1.818 hechos de esta índole, en cuyo marco se
registraron un total de 202 policías víctimas, a saber, 38 efectivos fa-
llecidos, 164 heridos con arma de fuego, 1.057 heridos con otras ar-
mas u elementos y 110 heridos en accidentes de tránsito durante el
servicio. En el 71% de los enfrentamientos, el personal policial inter-
viniente se encontraba en inferioridad de condiciones numéricas,
17% de los casos en igualdad de condiciones numéricas y el 11% en
superioridad de condiciones. Ya hacia octubre, la cantidad de enfren-
tamientos policiales producidos así como de policías heridos y falle-
cidos como resultado de los mismos superó los totales anuales de
1999, 2000 y 2001. En el 2002, el incremento de los policías falleci-
dos fue mayor al 50 % respecto de los períodos anuales completos
anteriores.

Finalmente y también en el interior de estos territorios así como
en los barrios y zonas lindantes se concentran la mayor cantidad de
hechos de violencia y de actos delictivos, en particular, la mayor can-
tidad de homicidios dolosos, entre estos hechos es necesario destacar
la aparición reciente de homicidios no culposos perpetrados en la
Provincia de Buenos Aires entre enero y octubre de 2002.

Sobre una base de datos20 de “Partes urgentes”21 se realizó un es-
tudio de casos a efectos de identificar aquellos casos con caracterís-
ticas mafiosas o implicación de organizaciones criminales de enver-
gadura que ocurrieron en el período mencionado. En un universo de
1846 casos, y una muestra inicial de 132 casos, se realizó un proce-
dimiento de selección , filtrando la base de datos mediante descrip-
tores predeterminados: “esposado/a”, “ahorcado/a”, “degollado/a”,
“decapitado/a” “atado/a”, “quemado/a”, “degollado/a” “acribilla-
do/a” “impacto/s”, “impactos varios”, “encapuchado/a”, “mafia”,
“mafioso”, “mutilado/a”, “droga”, y “banda/s”, así se procedió a la
selección de aquellos hechos que presentaran características demos-
trativas de la actividad de grupos organizados u organizaciones cri-
minales. Durante el proceso de análisis de los casos se tuvieron en
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cuenta dos condiciones: 1) Respecto a los autores de los hechos, la
presunción de actuación de bandas organizadas por el empleo de ar-
mas de grueso calibre, vehículos, equipos de comunicación, etc. Y 2)
Respecto al estado en que fue hallada la víctima, signos de mutila-
ción, degollamiento, tortura, apuñalamiento reiterado, acribillamien-
to, y todo signo que denote haberse empleado un alto grado de vio-
lencia o ensañamiento. 

Se observa entonces, un importante crecimiento de los casos que
reúnen las características mencionadas durante el bimestre julio-
agosto, y una significativa disminución durante los meses de
septiembre-octubre.
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22 Encuesta Victimización Gran Buenos Aires 2002. Dirección Nacional de Políti-
ca Criminal, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, Argenti-
na.

23 Domínguez Vial, Andrés. Taller sobre Seguridad Ciudadana, IIDH, San José,
Costa Rica, Junio 2003. 

Según una encuesta22 realizada por la Dirección Nacional de Po-
lítica Criminal sobre victimización, y solo en el gran Buenos Aires.
Más del 42% de los entrevistados indica haber resultado víctimas de
al menos uno de los delitos. De los victimizados en los distintos de-
litos los porcentajes mas altos corresponden a robo con violencia,
con un 12.3%, y robo en vivienda. Cabe destacar que los victimiza-
dos en robo con violencia se enfrentan a un delito de fuerte impacto
social dado que se trata de hechos con intención de robo pero que im-
plican el uso directo de violencia. Ello determina que siendo el cri-
men violento alarmante y potencialmente más amenazador para la
población influya directamente en el aumento de la sensación de in-
seguridad de los ciudadanos. 

Las consecuencias que esta creciente sensación de inseguridad y
el miedo a la criminalidad tienen sobre el compromiso ciudadano y
la democracia pueden ser graves, ya que el requerimiento de protec-
ción y seguridad suelen enmascararse en demandas de ley y orden,
guerra al crimen y mano dura, que siempre culminan convalidando
medidas que cercenan derechos humanos, comprometiendo severa-
mente los efectivos avances legislativos y estructurales que los siste-
mas democráticos han incorporado, no sin antes haber sufrido dolo-
rosos y dramáticos quiebres del orden constitucional.

Cuando en la práctica la búsqueda la seguridad implica menosca-
bar la libertad, sea por imposición del Estado o por el consentimien-
to de servidumbre de la población, no existe seguridad de la libertad
o libertad segura, sino una “dictadura dulce”, en la que quienes ga-
nan son los violentos, creándose el sistema de “violencia, armas,
inseguridad”, que se retroalimenta en un círculo perverso que
promueve el temor, la desconfianza, el rompimiento de los vínculos
sociales, constituyéndose en el peor obstáculo para el desarrollo au-
tosustentado, una fuente permanente de energía negativa, generado-
ra de múltiples factores criminógenos y potenciando los factores
criminovalentes en grupos y personas23.
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Análisis de la actuación policial en el contexto del
nuevo escenario del delito

A fin de comprender la génesis de la actuación policial en el mar-
co de la nueva complejidad de la modalidad delictiva, es necesaria
una breve reseña histórica de la evolución de la institución policial
de los últimos 30 años.

La policía de la Provincia de Buenos Aires, al igual que el resto
de los cuerpos policiales de nuestro país, se conformó como un or-
ganismo al servicio del gobierno estatal de turno más que de la
comunidad, en el marco de una concepción de la seguridad asentada
en el deber de protección del Estado y no de los derechos y liberta-
des ciudadanos. Asimismo, esta evolución se realizó bajo la égida de
un doble proceso institucional

Con el golpe de Estado ocurrido en 1976 se produjo el control
operacional y de funcionamiento de las policías provinciales y fede-
ral por parte de las fuerzas armadas las que asumieron un férreo con-
trol de las policías y las subordinaron a su autoridad instalándolas
como piezas e instancias claves del control y del disciplinamiento
represivo interno dirigido por ellas Ello trajo aparejado una abarca-
tiva militarización organizativa y funcional de las policías24.

También y con consecuencias hasta nuestros días, los integrantes
policiales de los cuerpos activos que operaron bajo área y autoridad
militar cometieron toda clase de atropellos y violaciones de derechos
humanos fundamentales de las personas, contando para ello con sig-
nificativas facultades discrecionales. De tal modo, que de los casi
cuatrocientos centros clandestinos de detención existentes durante la
dictadura militar, y en donde se decidía el destino de las personas allí
secuestradas y torturadas, un significativo número de ellos funciona-
ban en dependencias policiales25.

A partir de la dictadura cambian las reglas y también el “arreglo”.
Antes era gravísimo y raro trabajar para una banda integrada por po-
licías. Pero después de la dictadura comienzan a aparecer las bandas
mixtas, es decir, comandadas por policías que utilizan a delincuentes
comunes. El Estado entró en una zona de ilegitimidad, y no sólo por-

24 Sain, Marcelo. Plan de Modernización Policial …
25 Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas. Informe CONADEP , Ar-

chivo en custodia en la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Jus-
ticia y Derechos Humanos de Nación, Argentina, Julio 2003.
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26 “Entrevista a Isla, Alejandro, Antropólogo, profesor e investigador de FLAC-
SO”. Diario Clarín, 2 de noviembre de 2003, pág. 35. 

que se violaron los derechos humanos, sino porque se avanzó sobre
la propiedad: se saquearon los bienes de los detenidos y desapareci-
dos26. Constituyéndose entonces, la organización policial en parte
integrante y activa de un plan criminal, cuya sistematicidad y masi-
vidad fueran calificadas legalmente por la Justicia argentina, en su
histórico fallo condenatorio a las juntas militares en diciembre de
1985.

Restaurado el sistema democrático en 1983 si bien comienza a
gestarse un embrionario cambio estructural en las filas policiales,
éste no llego a concretarse, en virtud que muchos de los jefes poli-
ciales en actividad para esa fecha habían actuado bajo órdenes de au-
toridad militar. Por otra parte la clase gubernamental delegó sistemá-
ticamente en las policías el manejo exclusivo de los asuntos de la
seguridad pública, sin que, por cierto, mediara ningún tipo de
revisión o reconversión del perfil militarista que dichas instituciones
fueron asumiendo y consolidando tanto en su interior como en su re-
lación con el poder político y con la sociedad y apuntalando consi-
derables márgenes de autonomía institucional.

Esta orientación desembocó dio lugar a una situación de descon-
trol institucional en la entonces “Policía Bonaerense”. En su marco,
esta institución no solamente resultó absolutamente ineficiente en la
prevención y conjuración de delitos, cuyo incremento fue significa-
tivo, sino que la ilicitud, la corrupción y el abuso funcional se con-
virtieron en un rasgo cotidiano de la actuación policial. Entre diciem-
bre de 1991 y abril de 1997, fueron cesanteados 3.805 policías, es
decir, el 8% de la fuerza en su conjunto, de los cuales 3.418 estaban
penalmente imputados o procesados por la comisión de diversos de-
litos. Entre este último grupo, el 60% estaba procesado por robo,
abuso de autoridad y/o falsificación de instrumento público, mientras
que el 40% restante lo estaba por homicidio, lesiones graves y leves,
torturas, defraudaciones y comercio ilegal de estupefacientes. 

Todo ello configuró un escenario de extrema gravedad institucio-
nal en el ámbito de la provincia de Buenos Aires en materia de
Seguridad, lo que determinó la intervención del poder político a lo
largo de 20 años de democracia, en diversos sentidos y encuadres
ideológicos, en ocasiones contrapuestos, constituyendo desde 1983
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27 Informe Subsecretaria de Derechos Humanos de la Nación Abril, mayo 2001.
28 Investigación Penal Preparatoria n° 332.676, iniciada en Äbril 2003 (aun en trá-

mite), Unidad Funcional de Instrucción n° 11. Departamento Judicial de Lomas
de de Zamora, provincia de Buenos Aires. 

29 Investigación Sumarial Administrativa n° 4656/602 imputados Comisario Ins-
pector Alfredo FANCHIOTT y otros, iniciada el 22 de Junio 2002 (aún en trá-
mite), Auditoria de Asuntos Internos. Oficina de Control de Corrupción y Abu-
so Funcional del Ministerio de Seguridad de la provincia de Buenos Aires.

30 Reseña de la autora en “Informe Avellaneda”, Gabinete de Asesores, Ministerio
de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, julio/septiembre 2002.

un malogrado camino en el diseño de una política duradera y estable
en seguridad pública. La más relevante es la resultante del quiebre
institucional producido por el homicidio del periodista José Luis Ca-
bezas en 1997, y cuya gestión de casi dos años produjo cambios sig-
nificativos y la creación del Ministerio de Seguridad.

Como consecuencia de la derrotada reforma policial, en los años
1999/2001 se genera un retroceso histórico en cuanto a la conculca-
ción de derechos elementales de las personas por parte de agentes del
estado. De este modo y fundamentalmente durante los años 2000,
2001 y la primera mitad del año 2002, se produjeron hechos atenta-
torios contra la integridad, la vida y la libertad de las personas27.

La comisión de estos ilícitos por parte de fuerzas de seguridad,
tuvieron su máxima expresión, en ocasión de la movilización del
movimiento de “piqueteros” realizada el 26 de Junio de 2002 y que
como consecuencia del accionar policial resultaran muertos los diri-
gentes del movimiento piquetero Maximiliano Kosteki y Darío
Santillán. Otra vez y luego de este luctuoso saldo, se removió toda la
cúpula policial y al Ministro de Seguridad. Del estudio, análisis y
evaluación de las piezas procesales de la Investigación Penal Prepa-
ratoria n° 332.67628, sustanciada con motivo de los hechos y otras
pruebas colectadas por el Ministerio de Seguridad29 y aportadas a la
investigación, surge hasta el momento que: en los sucesos del 26 de
junio se habrían cometido ilícitos por parte de las fuerzas policiales
actuantes los que se han caratulado bajo las figuras penales de doble
homicidio y encubrimiento agravado en concurso ideal con violación
a los deberes de funcionario público, en los términos de los artículos
55, 79, 80, 248 y 277 del código Penal, por cuerda corre agregada In-
vestigación Penal iniciada el mismo día de los hechos por Violación
de domicilio en los términos del artículo 151 del Código Penal30.



175Justicia y Seguridad2003]

31 Sain, Marcelo Fabián. “Hay omisión, complicidad o participación” (entrevista),
Diario, Buenos Aires, 6 de julio de 2003, pág.12.; Sánchez, Gonzalo. “Asuntos
internos, negocios sucios”, Revista Noticias, Buenos Aires, 5 de julio de 2003. 

Así, la policía de la Provincia de Buenos Aires, lejos de consti-
tuirse como una policía civil y ciudadana, se fue conformando como
una policía militarizada, estatalista y autónoma, y sus consecuencias
institucionales más graves se expresaron en la corrupción policial
sistemática, el abuso funcional y las faltas éticas graves.

De conformidad con los antecedentes mencionados, los sucesivos
y fracasados intentos de reforma policial, la desanteción política y
consecuente delegación en la policía del tema de la seguridad públi-
ca es posible entender el accionar policial que frente a las modalidad
delictivas descriptas se fue gestando al interior de la provincia de
Buenos Aires. 

El significativo despliegue territorial de este conjunto de activi-
dades delictivas complejas, el establecimiento de ciertos lugares y
zonas identificables como bases operativas y logísticas para su desa-
rrollo, la intervención en ellas de diferentes grupos y subgrupos de-
lictivos encargados del desenvolvimiento de las distintas funciones
de la organización y el gran desarrollo operativo, logístico y de inte-
ligencia de las bandas que la protagonizan indican que el enorme cre-
cimiento de este tipo de criminalidad ha sido favorecido directa o in-
directamente por la regulación policial, ya sea por impericia, por
complicidad o por intervención directa en el negocio delictivo. Ello
ha constituido un modo de regulación del delito dado por la partici-
pación policial directa e indirecta en las actividades ilícitas desen-
vueltas por diversas organizaciones o grupos criminales conjugando
diferentes modalidades de complicidad, encubrimiento, protección,
persecución y/o represión de dichos grupos. Ello dio lugar al estable-
cimiento de un circuito estable de autofinanciamiento policial basa-
do en el establecimiento de fuentes ilegales de dinero proveniente de
dádivas o de actividades delictivas de diversa índole permitidas, pro-
tegidas o llevadas a cabo por los propios agentes policiales.

En gran medida, los secuestros extorsivos producidos en el ámbi-
to provincial parecen haberse desarrollados con evidente patrocinio
policial y como forma de neutralizar ciertos intentos políticos de in-
troducir cambios en el ámbito policial o de presionar a las autorida-
des gubernamentales para obtener prebendas o para neutralizar intro-
misiones31.
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Ahora bien, la envergadura de los emprendimientos criminales
mencionados -en particular, el tráfico y comercialización de drogas,
los “desarmaderos” de autos robados y los robos perpetrados por “pi-
ratas del asfalto”- da cuenta de cierta participación policial en la con-
formación y amparo de las bandas actuantes así como también en el
desarrollo de las actividades delictivas por éstas desenvueltas. En las
principales urbes del país y específicamente en el Gran Buenos Ai-
res, el significativo despliegue territorial que han tenido estos em-
prendimientos y los grupos que los llevan a cabo, la facilidad con
que se mantienen ciertos lugares y zonas que sirven de bases opera-
tivas y logísticas para su desarrollo, el grado de estructuración inter-
na que han conseguido los diferentes grupos y subgrupos encargados
del desenvolvimiento de las distintas funciones de las organizaciones
delictivas y el gran desarrollo operativo, logístico y de inteligencia
logrado por dichas bandas ha sido posible merced a la protección y
complicidad policial o a la intervención directa de ciertos sectores
activos a la policía en los negocios delictivos llevados a cabo por es-
tas cuadrillas32. Es de destacar que en cuanto a esta modalidad de-
lictiva, la participación de agentes estatales, policías, funcionarios
vinculados al organismo de contralor de remate y venta de automo-
tores, como Fiscalía de Estado, además de una amplia red de
complicidad de funcionarios municipales ha contribuido tanto a su
persistencia en el tiempo, unos diez años desde la instalación a la
consolidación de los “negocios” como a su expansión territorial y a
los niveles de impunidad alcanzados.

Es posible determinar el grado de participación policial en hechos
delictivos graves, en los casos de robos de automotores, con la
secuelas de homicidios cometidos en su ocasión, posterior desarme,
venta, registración ilegal, depósito de autopartes robadas en desar-
maderos, durante el los años 2002 y lo que va del presente año, un
número cercano a 100 policías de la provincia de Buenos Aires, ha
sido detenido, procesado, investigado y separado de la fuerza por la
comisión de estos hechos. Del mismo modo, en la consumación de
secuestros extorsivos, otro importante número de efectivos ha sido
objeto de investigaciones penales con las consecuencias de los casos
bajo examen jurisdiccional. 

32 Sain, Marcelo Fabián. “Modernizar la policía ataca la ineficiencia y la corrup-
ción”, Debate. Revista Semanal de Opinión, Buenos Aires, nro. 17, 4 de julio de
2003, pp.21-23.
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También y como ya se ha señalado, en las llamadas empresas de
“recuperación de automotores” El 25 % de estos autos robados son
recuperados por empresas, la mayoría de las cuales están conforma-
das por ex comisarios de la policía provincial y llevan a cabo este ne-
gocio en connivencia o sociedad con jefes en actividad.

El panorama de la actuación policial delineado constituye solo un
esbozo de los niveles de connivencia, corrupción y participación cri-
minal en el nuevo escenario del delito urbano. Si bien este accionar
no involucra a la totalidad de la fuerza, ello otorga a la institución
una traza, que no puede revertir, un importante número de oficiales
profesionales y respetuosos de la legalidad, que por otra parte ven
cercenado su potencial de trabajo en los aspectos esenciales de la se-
guridad, toda vez que la participación de un significativo número de
camaradas en hechos criminales y de corrupción, y de importantes
jerarquías, limita la eficiencia del accionar de aquellos efectivos ver-
daderamente profesionales. También es posible identificar en el ám-
bito del Ministerio de Seguridad, responsable de la seguridad públi-
ca de la provincia la eficacia de instrumentos legales creados por la
Reforma, como la Oficina de Control de Corrupción y Abuso Fun-
cional, Auditoría de Asuntos Internos, que pese a los retrocesos men-
cionados, sigue desarrollando su labor en forma eficiente, lo que ha
permitido la separación de la fuerza policial de los agentes que han
incurrido en abusos, faltas graves éticas y delitos comunes, ello a pe-
sar de verse este organismo contraído en recursos y frecuentemente
ignorado por el poder político y con poco respaldo del Poder Judicial
para llevar adelante sus investigaciones.

Este estado de situación en la institución encargada de la seguri-
dad pública es percibido en forma alarmante por una sociedad que
descree completamente de toda la institución policial, generando una
creciente sensación de inseguridad. El foco de atención sobre el efec-
to de la criminalidad sobre una institución pública específica, la po-
licía, es medular ya que impacta sobre el diseño e implementación de
políticas públicas de seguridad. De esta manera se busca demostrar
que la sensación de inseguridad no es necesariamente producto úni-
co de la victimización o de los medios de comunicación, sino de la
baja confianza en la policía. De esta manera, si los ciudadanos no
pueden confiar en la institución responsable de controlar el crimen
tendrán una mayor sensación de inseguridad. En primer lugar, al in-
tentar responder a la inseguridad pública los gobiernos deberían re-
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33 Dammert, Lucía y Malone, Mary Fran. “Inseguridad y temor en la A rgentina: el
impacto de la confianza en la policía y la corrupción sobre la percepción ciudada-
na del crimen”, D e s a rrollo Económico, vol. 42, julio-septiembre 2002, pág. 299. 

solver el problema de la erosión de la imagen pública de la policía
causada principalmente por la corrupción. Hasta hoy, las políticas de
control del crimen en la Argentina se han concentrado en los pode-
res discrecionales de la policía y en el incremento de las penas para
los victimarios33.

Por otra parte y a través de las sucesivas reformas procesales pe-
nales sancionadas no ha podido evitarse el aumento de las atribucio-
nes de la policía de seguridad en desmedro de la autoridad judicial.
Dando lugar a que las instituciones policiales se corrompan por ha-
bituar a sus hombres a los abusos de poder, con lo que la imagen pú-
blica del sector policial primer eslabón del sistema penal y por ende
el más inmediato al hombre común sufre un grave detrimento.

A su vez, la responsabilidad por esta situación suele cargarse
muy hipócritamente en el cuerpo policial y principalmente entre los
agentes de menor graduación e instrucción, cuando en realidad los
primeros responsables, no los únicos, son los abogados que no de-
nuncian la violación de derechos fundamentales.

Si se permite que el poder ejecutivo ejerza mediante el cuerpo po-
licial funciones judiciales, luego no se puede echar culpas sobre el
personal policial que no está obviamente capacitado para ejercer ta-
les funciones. La corrupción policial proviene substancialmente de la
corrupción o por lo menos del silencio de los hombres de derecho an-
te esta situación.

Es innegable que los sectores no judiciales del sistema penal tie-
nen un formidable ejercicio de poder y que la burocratización del po-
der judicial permite que operen con total discrecionalidad.

Los sectores no judiciales imponen penas, violan domicilios, vio-
lan secretos de comunicaciones, secuestran documentación que en
muchos casos desaparece, privan de libertad a cualquier persona sin
cargo ni sospecha mínima, hacer operativos rastrillos, redadas, inclu-
so de los lugares de esparcimiento so pretexto de abandono moral de-
tienen a grupos de menores de edad a los que someten a revisaciones
y manoseos que en el mejor de los casos compromete su integridad
psíquica. Ese formidable poder militarizado lo ejercen sin control del
poder judicial e incluso en algunos casos con su beneplácito.
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34 Sain, Marcelo. Plan de Modernización policial…

Todo ello acompañado de espasmódicas campañas de ley y orden,
de “mano dura” lanzadas irresponsablemente ante la creciente de-
manda de seguridad por parte de una población alarmada por la ame-
naza y el miedo de ser víctimas de delitos.

Mientras la policía se dedica a buscar el estereotipo del ladrón y
del violador y detiene a gente a veces nada más que por portación de
cara, se sigue privilegiando el “olfato policial” y las viejas prácticas
inquisitivas por sobre la planificación estratégica de la prevención y
efectiva conjuración del delito

Esta situación conforma un escenario de tal gravedad que solo es
posible revertir con un planteo estratégico de políticas públicas de
seguridad que impliquen el involucramiento efectivo y el compromi-
so activo de Estado y ciudadanía en pos de una fuerza policial al ser-
vicio de la comunidad, protectora de los derechos humanos.

Formulación de propuestas de adecuación y
modernización policial34

La seguridad pública implica una situación social libre de riesgos,
peligros y conflictos, en cuyo marco los ciudadanos pueden gozar y
ejercer sus derechos, libertades y garantías constitucionales, y en la
que existen políticas y mecanismos institucionales eficientes ten-
dientes a prevenir, controlar y/o neutralizar aquellos riesgos, peligros
o conflictos concretos o previsibles que lesionen aquellos derechos,
libertades y garantías. En concreto, ello supone la formulación e im-
plementación de un conjunto de políticas y acciones coherentes y ar-
ticuladas dirigidas a garantizar la paz pública por medio de la acción
preventiva y la conjuración de los delitos y faltas.

No obstante, en el marco de un régimen democrático, la seguri-
dad pública adquiere una impronta particular. La democracia no se
restringe exclusivamente a la vigencia y regularización institucional
de elecciones libres basadas en el sufragio universal como medio es-
pecífico para la designación de las autoridades gubernamentales, si-
no que también supone, con igual peso, el ejercicio pleno de la ciu-
dadanía con relación a los derechos y libertades civiles, políticas y
sociales modernos, vale decir, una ciudadanía asentada sobre la base
de la participación político-social autónoma de los ciudadanos en el



Revista IIDH180 [Vol. 38

proceso de gobierno y en los asuntos colectivos. Ahora bien, la efec-
tivización de estos atributos implica el desarrollo de dos condiciones
básicas:

• La existencia de un Estado con capacidad para garantizar los de-
rechos y libertades civiles, políticas y sociales a lo largo de todo
su territorio y de toda la sociedad.

• La vigencia de condiciones sociales, económicas y culturales que,
de alguna manera, no obstruyan y/o permitan la concreción de la
democracia política, del ejercicio de la ciudadanía y de la partici-
pación política autónoma.

La ciudadanía se puede ejercer de manera integral cuando el sis-
tema institucional y los poderes públicos son eficaces en la protec-
ción de los derechos de las personas y en la preservación directa o
indirecta de las condiciones sociales y económicas de dichas perso-
nas, como condición mínima de realización universal de dicha ciu-
dadanía.

La condición institucional necesaria para efectivizar, en conse-
cuencia, una situación de seguridad pública en la que los derechos de
las personas queden formal y socialmente garantizados deriva de la
capacidad de los poderes y las instituciones del Estado para regular
eficazmente las actividades de protección de dichos derechos frente
a eventuales interferencias arbitrarias o injustas de otras instancias
personales o institucionales que configuren un hecho socialmente
dañosos o ilícito, es decir, una conducta o acto que contraviene por
acción u omisión una disposición normativa y, con ello, cercena al-
guna libertad ciudadana fundamental. Por lo tanto, cuando se produ-
ce un ilícito, se impone la obligación estatal de proteger los derechos
de las personas a través de dos modalidades típicas de intervención
institucional, a saber, la prevención de esos actos o hechos social-
mente lesivos o dañosos; y la conjuración de los mismos cuando
efectivamente se concretan o producen.

En este marco, la problemática del delito debe constituir el eje de
funcionamiento y organización del sistema policial. De ello se deri-
van las tres funciones básicas de la institución policial:

• La prevención de delitos, lo que implica la efectivización de un
conjunto de intervenciones institucionales tendientes a evitar o
abortar la decisión de cometer un delito o impedir la realización
de hechos o actos que impliquen un delito.
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• La intervención en la represión de delitos a través de su participa-
ción en la investigación criminal, lo que abarca la constatación de
los hechos delictivos perpetrados, la búsqueda y la reunión de los
elementos de prueba y la identificación y localización de las per-
sonas sospechadas de ser responsables de los mismos, todo ello
bajo la conducción judicial.

• El mantenimiento de la situación de seguridad pública, mediante
acciones que apuntan a prevenir, neutralizar y conjurar cualquier
tipo de hecho, falta o comportamiento -violento o no- que obstru-
ya, limite o cercene la paz social y la libertad personal o vulnere
la situación de seguridad de las personas.

Así, la actividad policial configura aquella función estatal básica-
mente orientada a limitar aquellos actos y comportamientos que
configuren un perjuicio para las personas. Se trata de acciones limi-
tativas en función de la protección ciudadana frente a determinados
riesgos o actos que suponen una lesión concreta a las personas en una
situación de seguridad pública, es decir, a cierto o ciertos derechos y
libertades. Sin embargo, para que dicha acción limitativa no impli-
que extralimitaciones, abusos o arbitrariedades que no solamente im-
pidan prevenir o conjurar aquellas conductas violatorias de derechos
sino, peor aún, que se constituyan en una fuente de violaciones de
derechos y por ende de cercenamientos y vulneraciones a la situación
de seguridad pública, la misma debe estar también limitada por un
conjunto de preceptos legales e institucionales efectivos.

Por ello, la función policial implica el ejercicio de un servicio de
protección a los derechos y libertades de las personas frente a even-
tos o actos que supongan la vulneración de una situación aceptable
de seguridad pública. No obstante, la policía no solamente posee co-
mo misión institucional fundamental proteger el libre ejercicio de los
derechos de las personas sino que, además, está legalmente obligada
a cumplir con esa misión, sea en forma persuasiva o directamente
coactiva, respetando y adecuando siempre su actuación a la legalidad
que enmarca esos mismos derechos y de la que derivan el conjunto
de las normas regulatorias de la actuación policial. Esto significa
que, en un estado democrático de derecho, esta actuación está regi-
da, siempre y en todo momento, por el principio de legalidad.

Ahora bien, el hecho de posicionar la problemática socio-crimi-
nal y, en particular, la prevención de delitos, la investigación crimi-
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nal y el mantenimiento del orden público, como ejes fundamentales
de la organización y el funcionamiento del sistema policial implica
desarrollar un proceso de reconversión y modernización de dicho
sistema ya que, tradicionalmente, éste ha estado y está volcado a la
atención de situaciones ajenas o conexas a la cuestión criminal, tales
como el cuidado y traslado de detenidos y el desarrollo de diversas
labores administrativas no policiales. Estas labores distraen y com-
prometen una significativa porción de recursos logísticos, operativos
y humanos de las tareas propiamente de seguridad y le imponen a la
institución policial ciertos trazos organizativos y de funcionamiento
que vulneran y obstruyen un desempeño eficiente en las tareas
preventivas e investigativas. El tiempo y el esfuerzo institucional
comprometido por la policía a la atención y abordaje de los asuntos
criminales son escasos y están fuera del alcance de la debida planifi-
cación y control de legalidad y de gestión. Por lo tanto, reorganizar
y refuncionalizar a la institución policial colocando como eje funda-
mental la cuestión socio-criminal constituye una condición necesaria
para ponerla a la altura de un desempeño eficiente como servicio
público.

Los procedimientos y principios básicos de
actuación policial

La ley 12.155 de Organización de las Policías de la Provincia de
Buenos Aires estableció un conjunto de principios y procedimientos
básicos que debían comenzar a regir y regular inmediatamente la for-
mación del personal policial y el conjunto de las prácticas cotidiana-
mente desempeñadas por éste. En efecto, en dicha norma se estable-
ció el principio de legalidad como eje estructurante de la profesión
policial, explicitando el deber de los miembros de las policías de ac-
tuar conforme a las normas constitucionales, legales y reglamenta-
rias vigentes. A su vez, tal principio general se operacionalizó a tra-
vés del principio de razonabilidad y del principio de gradualidad,
mediante los cuales se fijo el deber de evitar todo tipo de actuación
abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o
moral contra las personas y privilegiar las tareas y el proceder
preventivo y disuasivo antes que el uso efectivo de la fuerza, procu-
rando siempre preservar la vida y la libertad de las personas en res-
guardo de la seguridad pública. En este marco, aquella norma funda-
mental instituyó un conjunto de principios y procedimientos básicos
de actuación policial regulatorios de las conductas que debe seguir el
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personal policial en el desempeño de sus funciones y que constitu-
yen pautas directamente operativas, cuya importancia amerita su
mención:

• Desplegar todo su esfuerzo con el fin principal de prevenir el
delito y de proteger a la comunidad actuando acorde al grado de
responsabilidad y ética profesional que su función exige para pre-
servar la situación de seguridad pública y las garantías constitu-
cionales de los requeridos por su intervención.

• Observar en su desempeño responsabilidad, respeto a la comuni-
dad, imparcialidad e igualdad en el cumplimiento de la ley, pro-
tegiendo con su actuación los derechos fundamentales de las
personas, en particular los derechos y garantías establecidos en
las Constituciones Nacional y Provincial y en las declaraciones,
convenciones, tratados y pactos complementarios.

• No infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos
crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la orden de un su-
perior o cualquier tipo de circunstancias especiales o situación de
emergencia pública para justificar la comisión de delitos contra la
vida, la libertad o la integridad personal como torturas u otros tra-
tos crueles, inhumanos o degradantes. Toda intervención en los
derechos de los requeridos por su accionar debe ser moderada,
gradual y necesaria para evitar un mal mayor a bienes o derechos
propios o de terceros, o para restablecer la situación de seguridad
pública.

• Asegurar la plena protección de la integridad física, psíquica y
moral de las personas bajo su custodia. Facilitar y tomar todas las
medidas que sean necesarias para la revisión médica de los mis-
mos únicamente con fines de análisis o curativos.

• No cometer, instigar o tolerar ningún acto de corrupción, que son
aquellos que sin llegar a constituir delito, consistan en abuso de
autoridad o exceso en el desempeño de funciones policiales otor-
gadas para el cumplimiento de la ley, la defensa de la vida, la li-
bertad y seguridad de las personas, sea que tales actos persigan o
no fines lucrativos, o consistan en brutalidad o fuerza innecesaria.

• Ejercer la fuerza física o coacción directa en función del resguar-
do de la seguridad pública solamente para hacer cesar una situa-
ción en que, pese a la advertencia u otros medios de persuasión



Revista IIDH184 [Vol. 38

empleados por el funcionario policial, se persista en el incumpli-
miento de la ley o en la inconducta grave; y utilizar la fuerza en
la medida estrictamente necesaria, adecuada a la resistencia del
infractor y siempre que no le infligiera un daño excesivamente
superior al que se quiere hacer cesar.

• Cuando el empleo de la fuerza y de armas de fuego sea inevita-
ble, identificarse como funcionarios policiales y dar una clara ad-
vertencia de su intención de emplear la fuerza o armas de fuego,
con tiempo suficiente como para que se tome en cuenta, salvo que
el dar esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro al fun-
cionario policial, se creara un riesgo cierto para la vida de otras
personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las
circunstancias del caso.

• Mantener en reserva las cuestiones de carácter confidencial, par-
ticularmente las referidas al honor, la vida y los intereses priva-
dos de las personas, de que tengan conocimiento, a menos que el
cumplimiento del deber o las necesidades de la justicia exijan es-
trictamente lo contrario.

• Recurrir al uso de armas de fuego solamente en caso de legítima
defensa propia o de terceros y/o situaciones de estado de necesi-
dad en las que exista peligro grave, inminente y actual para la vi-
da de las personas, o para evitar la comisión de un delito que en-
trañe ese mismo peligro, debiendo obrarse de modo de reducir al
mínimo los daños y lesiones a terceros ajenos a la situación.
Cuando exista riesgo de afectar la vida humana o su integridad, el
policía debe anteponer la preservación de ese bien jurídico al éxi-
to de la actuación policial o a la preservación del bien jurídico
propiedad.

Ahora bien, el cumplimiento de los preceptos de legalidad, razo-
nabilidad y gradualidad deben ser valorados teniendo esencialmente
en cuenta la inmediatez de decisión y la rapidez de ejecución que en
la mayoría de las circunstancias concretas demanda la labor policial,
dado que numerosos hechos que conculcan la seguridad individual o
colectiva exigen una intervención exenta de dilaciones o retrasos, ra-
zón por la cual resulta necesario sopesar adecuadamente cada su-
puesto a los fines de discernir con claridad si el accionar del agente
ha respetado las premisas legales y funcionales enunciadas. En con-
secuencia, la efectivización de tales preceptos rectores de la actua-
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ción no solamente apuntan a inscribir la labor policial en el marco de
legalidad vigente sino que también posibilitan una adecuada eficien-
cia funcional en el desempeño de las obligaciones de protección y se-
guridad ciudadana que debe regir dicho accionar.

Lo cierto es que este conjunto de preceptos no ha sido sistemáti-
camente difundido e impuesto entre el personal policial, ni su estric-
to cumplimiento ha sido considerado como un atributo necesario pa-
ra la continuación de los efectivos en la carrera policial. Tampoco ha
ocupado un renglón fundamental en el proceso de formación, capa-
citación y entrenamiento policial. Vale decir, estos principios no se
han socializado dentro de la institución policial y fueron sistemática-
mente desatendidos por las autoridades políticas y policiales. Sola-
mente han tenido una vigencia legal relativa.

Todo ello, en suma, ha contribuido a que los principios y proce-
dimientos básicos de actuación policial legalmente vigentes no ha-
yan sido objeto de una socialización efectiva dentro del ámbito
policial y, por ende, no se corporizaron en prácticas institucionales
habituales y válidas para el conjunto de los uniformados, favorecien-
do así el mantenimiento y la difusión de una subcultura policial legi-
timante del uso regular de la fuerza como método predominante de
intervención policial táctica y del recurrente desarrollo de ciertas for-
mas de violencia en el desempeño cotidiano de las tareas preventivas
e investigativas.

En consecuencia, el cumplimiento de este conjunto de principios
y procedimientos básicos de actuación policial debe formar parte de
la carrera institucional de los agentes policiales de los cuerpos pro-
vinciales, particularmente, en todo lo referido a ciertos aspectos cen-
trales de dicha actuación.

Con relación a la estricta adecuación del accionar policial al or-
den constitucional, legal y reglamentario vigente, debe imponerse un
comportamiento asentado en la absoluta neutralidad e imparcialidad
y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razones étnicas,
religiosas, culturales, sociales, políticas, ideológicas, profesionales,
de nacionalidad, de género, por su opción sexual, por cuestiones de
salud o enfermedad, o de adhesión o pertenencia a organizaciones
partidarias, sociales, sindicales, comunitarias, cooperativas, asisten-
ciales o laborales. Del mismo modo, debe fijarse la obligación de
abstenerse de todo acto de corrupción, oponerse a él resueltamente y,
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cuando se tomare conocimiento respecto de algún hecho que pudie-
re configurar un acto de corrupción, comunicarlo de inmediato a las
autoridades judiciales y/o administrativas competentes.

En relación con el ejercicio de su actuación profesional y las
relaciones con los habitantes, la policía debe impedir cualquier prác-
tica abusiva, irrazonable o discriminatoria, que entrañare violencia
física o moral o implicare la violación de derechos, libertades o ga-
rantías constitucionales, legales o supra-legales, y debe observar en
todo momento un tratamiento a los ciudadanos regido por criterios
de corrección, respeto, mesura e imparcialidad. Asimismo, debe uti-
lizar el arma reglamentaria únicamente en las situaciones en que
exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad físi-
ca o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias que pue-
dan suponer un grave riesgo para la seguridad colectiva o individual
y de conformidad con los principios establecidos legalmente.

En lo relativo a la dedicación y responsabilidad profesional del
policía, éste debe llevar a cabo sus funciones con idoneidad, eficien-
cia y profesionalidad, debiendo intervenir, en el ejercicio de su fun-
ción, en defensa del cumplimiento del orden legal. Del mismo mo-
do, debe mantener en reserva las cuestiones de carácter confidencial,
particularmente las referidas al honor, la vida y los intereses priva-
dos de las personas de que tengan conocimiento, como asimismo
aquellas cuestiones de servicio que por su naturaleza exijan tal con-
ducta; salvo que el ejercicio de sus funciones le imponga lo contra-
rio.

Con relación a la ejecución de mandatos legales o de auxilio de la
fuerza pública, la policía debe obedecer los mandatos auténticos de
los poderes públicos, los que llevan en sí la presunción de legalidad,
no cuestionándose la legalidad de los mismos cuando son emanados
de autoridad competente en la esfera de sus atribuciones. En cambio,
cuando una autoridad pública, excediendo manifiestamente sus atri-
buciones legales, dicte una resolución u orden que deban ejecutar los
funcionarios policiales, de la que resultaren perjuicios para terceros,
aunque no constituya delito, su cumplimiento debe suspenderse,
efectuando las consultas pertinentes a las autoridades administrativas
y judiciales correspondientes. Asimismo, la policía debe prestar au-
xilio para la ejecución de los mandamientos judiciales y el cumpli-
miento de las resoluciones de las autoridades administrativas y mu-
nicipales, entes autárquicos o personas públicas no estatales que se
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encuentren legalmente facultadas para requerirlos. Dicho auxilio de-
be limitarse a evitar que se obstaculice o impida el cumplimiento de
la medida por la cual se requiere la colaboración, debiendo llegar a
la disuasión y, en su caso, al uso de la fuerza física en situaciones de
resistencia ostensible para asegurar el procedimiento, sin perjuicio
de las responsabilidades legales que les correspondieren a los que de-
sacataron el mandamiento, orden o resolución que se ejecute y resis-
tiere la autoridad interviniente.

Finalmente, con relación a la obediencia debida, la policía nunca
debe prestar obediencia cuando el contenido de la orden de servicio
sea ilegítimo o la ejecución de una orden de servicio configure o pue-
da configurar delito. Si el contenido de la orden de servicio conlle-
vara la comisión de una falta leve o grave, el subordinado debe for-
mular la objeción siempre que la urgencia de la situación lo permita.
Del mismo modo, en ningún caso, la policía debe, en el marco de di-
ligencias o actividades propias de la misión y funciones legalmente
establecidas, inducir a terceros a la comisión de actos delictivos o
que afecten a la intimidad y privacidad de las personas.

La ética policial

Con relación a la ética policial o, mejor, al control de la legalidad
del desempeño policial, la modernización policial se asienta en una
clara concepción basada en dos puntos fundamentales. En primer lu-
gar, una estrategia eficiente de lucha contra el delito y las activida-
des criminales no puede conllevar y suponer la comisión de faltas y
de delitos por parte del propio personal policial interviniente. Cuan-
do un funcionario policial comete una falta grave o un delito en el
desempeño de sus funciones, la sociedad sufre una doble consecuen-
cia, a saber, la pérdida de un funcionario abocado a la prevención o
investigación de delito y la emergencia de un nuevo infractor o de-
lincuente cuyo accionar resulta lesivo de otros bienes jurídicos dife-
rentes de aquel dañado por el ilícito que se pretende prevenir o
investigar.

En segundo término, los abusos, la corrupción y hasta los delitos
cometidos por funcionarios policiales en el desarrollo de sus tareas
serán sensiblemente reducidos o eficientemente controlados si se in-
troducen cambios sustantivos en las modalidades de funcionamiento
y organización del trabajo policial preventivo o investigativo. Las
formas tradicionales de labor policial enmarcan y favorecen prácti-
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cas y concepciones funcionales de carácter abusivas o, en ciertas
ocasiones, delictivas. La reconversión y modernización de estas for-
mas de actuación constituye una instancia fundamental para neutra-
lizar o limitar aquella impronta abusiva o extralegal.

Pues bien, mediante la ley 12.155 se instituyó un nuevo sistema
de control de los ilícitos cometidos por el personal policial durante el
desempeño de sus funciones. Se trató de un conjunto ciertamente no-
vedoso de mecanismos de control interno de la corrupción y de los
abusos funcionales, mediante la creación de la Oficina de Control de
la Corrupción y Abuso Funcional, integrada por el Auditor de Asun-
tos Internos y por el Tribunal de Ética, que comenzó a cumplir con
sus funciones el 2 de febrero de 1999. 

En la mencionada Ley se fijó que el Auditor de Asuntos Internos
depende en forma directa del Ministro de Seguridad y que sus fun-
ciones son las de identificar e investigar todas las denuncias de fal-
tas éticas o abusos funcionales cometidos por el personal policial y,
en su caso, formular la acusación ante el Tribunal de Ética, instruir
el sumario administrativo, colectar pruebas que den sustento a la
acusación y denunciar ante la autoridad competente la comisión de
hechos delictivos advertidos en el ejercicio de sus funciones. El
Tribunal de Ética, por su parte, quedó encargado de juzgar adminis-
trativamente a los responsables de faltas éticas o abusos funcionales,
aplicar las sanciones y denunciar ante la autoridad competente la
comisión de hechos delictivos advertidos en el ejercicio de sus fun-
ciones. De este modo, los sumarios administrativos iniciados por al
comisión de faltas éticas, actos de corrupción y abusos funcionales
atraviesan por dos etapas procesales diferenciadas, a saber, la corres-
pondiente a la investigación preparatoria a cargo del Auditor de
Asuntos Internos y la correspondiente a la realización del juicio
ante el Tribunal de Ética, asegurándose la defensa en juicio y de
debido proceso.

En cumplimiento de la facultad reglamentaria prevista en el artí-
culo 51º de la Ley 12.155, el 11 de diciembre de 1998 se dictó el De-
creto 4574/98, mediante el cual se establecieron las normas de pro-
cedimientos aplicables para los supuestos que correspondan a la Au-
ditoría de Asuntos Internos y del Tribunal de Ética que conforman la
Oficina de Control de Corrupción y Abuso Funcional.
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35 Informe de la autora, Oficina de Control de Corrupción y Abuso Funcional. Au-
ditoría de AsuntosInternos . Junio 2003, Gabinete de Asesores,Ministerio de Se-
guridad de la Provincia de Buenos Aires.

En consonancia con los principios incorporados a la legislación
de forma mencionada, el procedimiento administrativo sancionatorio
disciplinario se estructuró del mismo modo que el proceso penal, ad-
virtiéndose asimismo similares bondades surgidas de los siguientes
principios fundamentales:35 

• Estricto garantismo: como principio que posibilita el pleno ejer-
cicio de las garantías constitucionales del debido proceso. El im-
putado deberá ser asistido durante todo el proceso por un defen-
sor letrado, pudiendo optar por uno perteneciente al cuerpo de
Abogados de la Dirección General de Asesoría Letrada o uno de
la matrícula a su costa.

• Sistema acusatorio: adecuación al mismo de las reglas del debate
y la investigación a cargo del Auditor y/o Auditores adjuntos, con
la estrecha colaboración de los Inspectores de Asuntos Internos,
colocando a la acusación y a la defensa en paridad de situaciones
en el procedimiento.

• Plena Oralidad: con el consecuente beneficio de la máxima apro-
ximación a la verdad procedimental, determinada por la inmedia-
ción del juzgador.

• Publicidad de los debates: en estrecha relación con el principio
republicano de gobierno, que admite a la ciudadanía como prota-
gonista y observadora crítica, en el ejercicio del control de la con-
ducta y la solvencia funcional de los organismos administrativos
con competencia jurisdiccional.

• Celeridad: Se establece un plazo de duración de la Instrucción su-
marial de 90 días desde que se ordena su iniciación, renovable au-
tomáticamente, la que deberá ser convalidada por el Auditor
quien fijará en definitiva el plazo de la prórroga el que no podrá
exceder los 120 días.

• Juicio Abreviado: El sumariado y su defensor por un lado, y el
Auditor en su caso, podrán solicitar el trámite de juicio abrevia-
do. Para que el mismo procesa deberán acreditarse las siguientes
circunstancias: a) acuerdo entre el Auditor y el sumariado y su de-
fensor, b) no registrar el sumariado antecedentes de infracciones
en un término anterior a dos años a contar de la comisión de la
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falta, c) al encuadre de la falta y su quantum que establezca el Au-
ditor, el sumariado y su defensor deben extender su conformidad.

Entre febrero de 1999 y noviembre de 2002, la Auditoria de
Asuntos Internos tuvo un desempeño auspicioso. En ese período, se
dispusieron 60 exoneraciones, 3 exoneraciones con trámite recurri-
do, 32 cesantías, 1 separación de retiro, 67 suspensiones de empleo,
16 suspensiones de empleo por juicio abreviado, 13 arresto, 10 arres-
tos por juicio abreviado y 18 exenciones, totalizando 220 actuacio-
nes resueltas. Asimismo, se produjeron 119 elevaciones a juicio oral
y público sin resolución y 16 elevaciones a juicio abreviado sin re-
soluciones.

La experiencia demuestra que con la creación de la Auditoría de
Asuntos Internos y del Tribunal de Ética como organismos encarga-
dos de la investigación y juzgamiento de las faltas cometidas por
efectivos policiales, se ha desplegado un accionar que ha conducido
a medidas segregativas de la Institución, por vía de las sanciones de
cesantía o exoneración, y también se ha instaurado en el ámbito po-
licial, la instalación real y cierta de los principios de equidad y trans-
parencia que trasuntan las normas respectivas, asegurando el respeto
de las garantías constitucionales correspondientes.

De todos modos, pese a la importancia de este régimen institucio-
nal y de su función en el sistema policial bonaerense, salvo durante
la gestión inicial y excepciones de Ministros con voluntad de inves-
tigar y sancionar la faltas cometidas por personal policial, la labor
del mismo no contó con un marcado respaldo político-institucional,
lo que se tradujo en la permanente ausencia de los recursos humanos
y operativos necesarios para llevar a cabo una tarea eficiente.

En este marco, la modernización del sistema policial bonaerense
requiere del desarrollo y consolidación de una nueva orientación
funcional y de la optimización de los recursos humanos y materiales
asignados a las tareas inherentes a la Oficina de Control de Corrup-
ción y Abuso Funcional, en particular, de la Auditoría de Asuntos In-
ternos. Tal objetivo general debe asentarse en el desarrollo de los si-
guientes ejes:

• La elaboración de un sistema de registro y análisis de las faltas y
hechos de corrupción y abusos funcionales del personal policial
provincial y la elaboración de un cuadro de situación provincial
de las mismas a los efectos de elaborar lineamientos estratégicos
preventivos e investigativos en la materia.
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• El desarrollo de una nueva estrategia de auditoria asentada en una
perspectiva esencialmente preventiva de los actos de corrupción
o abuso funcional del personal policial.

• La puesta en práctica de líneas de auditoria basadas en la realiza-
ción de investigaciones y pesquisas preventivas que apunten a de-
tectar la posible comisión de faltas disciplinarias o, inclusive, de
delitos de parte del personal policial.

• El permanente apuntalamiento político-institucional de la autori-
dad del Auditor de Asuntos Internos en el ejercicio de sus funcio-
nes investigativas desarrolladas dentro del ámbito policial.

• La normalización y jerarquización del cuerpo de inspectores de
asuntos internos y de los inspectores adjuntos.

• La integración del Tribunal de Ética con miembros probos en el
desarrollo de sus funciones, particularmente, en la aplicación de
sanciones adecuadas a la gravedad de las faltas cometidas, sin que
se desvirtúe la labor investigativa de la Auditoría de Asuntos In-
ternos.

Con el propósito de consolidar la investigación de los excesos y
las faltas en el ejercicio de las labores policiales se debe promover la
realización periódica de controles y auditorias preventivas y proacti-
vas respecto de los aspectos administrativos, contables y operativos
de las dependencias policiales de todo el territorio provincial, los
cuales deben incluir, por cierto, la verificación del tratamiento de los
detenidos alojados en ellas. Estas prerrogativas están normativamen-
te reguladas -a través de la Resolución Ministerial 132/02-, pero su
aplicación efectiva e integral debe desarrollarse en el marco de una
estrategia puntualmente aprobada por el Ministro de Seguridad y lle-
vada a cabo por el Auditor de Asuntos Internos, de acuerdo con la
elaboración de un cuadro de situación de las faltas y hechos de co-
rrupción y abusos funcionales cometidos por el personal policial pro-
vincial. En dicho cuadro se deben identificar las dependencias, los
circuitos administrativos, las prácticas institucionales regulares, los
funcionarios o los cuerpos en los que se hayan producido con mayor
regularidad determinados tipos de faltas, abusos o actos de corrup-
ción o delictivos, su frecuencia, sus formas de manifestación, sus
protagonistas, etc., y, a partir de ello, se debe establecer determina-
dos tipos de intervenciones de control y auditorias preventivas o in-
vestigativas específicas y focalizadas a los núcleos de abusos, co-
rrupción o delictivos previamente identificados.
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Durante los últimos años, se produjeron sucesivas reducciones en
el plantel de inspectores y en los recursos logísticos y operativos de
la Auditoría de Asuntos Internos. Ello contribuyó a limitar la capaci-
dad operativa del organismo, cuyo cuerpo de auditores y cuyos re-
cursos operativos resultan insuficientes para encarar una estrategia
preventiva y proactiva como se pretende. Por tal motivo, es indispen-
sable incrementar el número de inspectores abocados a tales tareas,
cubriendo las vacantes de auditores adjuntos, así como también do-
tar al organismo de los medios funcionales necesarios para tal fin.

De todos modos, el factor determinante para el desarrollo integral
de una estrategia de control como la señalada está dado por el respal-
do y apuntalamiento político-institucional del Ministro del ramo a la
labor de la Auditoría de Asuntos Internos, sin el cual resultaría impo-
sible vencer las tradicionales y recurrentes resistencias individuales
o grupales interpuestas a aquella labor por los sectores policiales in-
vestigados, en particular, en todo lo atinente a la elaboración y/o en-
trega de los informes, documentos, antecedentes y otros elementos
solicitados, a la imposición de medidas cautelares en perjuicio de los
funcionarios que actúen en rebeldía o que resistan la medidas admi-
nistrativas dictadas, a la recolección de pruebas o a cualquier tipo de
diligencia ordenada por la autoridad administrativa competente.

En suma, este conjunto de medidas permitirá adecuar los meca-
nismos institucionales regulatorios del sistema de control de la co-
rrupción y los abusos policiales al Estado de derecho y al debido fun-
cionamiento policial.

Formación y capacitación policial

La jerarquización profesional del personal policial precisa de una
política que apunte a la formación superior, la capacitación integral
y el entrenamiento continuo de dicho personal en las tareas de pre-
vención, conjuración e investigación de los delitos, en el marco del
respeto irrestricto de los derechos y garantías constitucionales.

La formación y capacitación del personal de personal policial
constituye un aspecto fundamental del sistema de seguridad pública.
Dicha formación y capacitación debería apuntar a ciertos objetivos
básicos:

• Proporcionar instrucción científica, profesional, humanística y
técnica de alto nivel, promoviendo la generación, desarrollo y
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transferencia del conocimiento en todas sus formas y garantizan-
do una adecuada diversificación de los estudios.

• Desarrollar las actitudes, aptitudes y valores que requiere la for-
mación de personas y funcionarios responsables, con conciencia
ética solidaria, reflexivas, críticas, capaces de mejorar la calidad
de vida, preservar la situación de seguridad pública y consolidar
el respeto a las instituciones del sistema representativo, republi-
cano y federal y a la vigencia del orden democrático.

• Propender a un aprovechamiento integral de los recursos huma-
nos y materiales asignados e incrementar y diversificar las opor-
tunidades de actualización, perfeccionamiento y reconversión pa-
ra los integrantes del sistema .Garantizar un régimen académico,
profesional y de especialización de carácter flexible y desmilita-
rizado.

En este sentido, la formación y capacitación tendrán como obje-
tivo primordial dotar al personal de las policías provinciales de las
herramientas y los instrumentos necesarios para brindar a la comuni-
dad una óptima prestación del servicio de seguridad pública median-
te el eficiente desempeño de sus funciones específicas. A tal efecto
se deberá garantizar un régimen de excelencia académica, profesio-
nal y de especialización de carácter flexible y desmilitarizado, el cual
estará sustentado en los criterios de objetividad, igualdad de oportu-
nidades, mérito y capacidad.

En función de ello, el cumplimiento de los planes de formación y
capacitación y la participación en los cursos y/o seminarios que al
efecto se dicten tendrán carácter obligatorio y su aprobación serán
requisitos ineludibles para el ingreso, ascenso y/o promoción en las
carreras policiales.

Pues bien, en este marco, el Ministerio de Seguridad deberá for-
mular un Programa General de Formación y Capacitación del Perso-
nal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, el que deberá es-
tructurarse como un proceso unitario y progresivo y deberá estar
orientado a la profesionalización de las funciones y de las especiali-
dades policiales. Dicho programa deberá contemplar, como mínimo,
los siguientes niveles:

• El Nivel Básico orientado a capacitar a quienes habrán de incor-
porarse a la carrera policial con el objeto de que puedan realizar
las actividades propias de su función de manera profesional.
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• El Nivel de Actualización Permanente que tendrá por objeto man-
tener al día el nivel de capacitación de los funcionarios y, espe-
cialmente, la enseñanza de aquellas materias que hayan experi-
mentado una evolución sustancial en sus contenidos.

• El Nivel de Especialización Técnica y/o Profesional que tendrá
por objeto capacitar al personal para tareas específicas orientadas
a la realización de actividades y/o funciones que requieren cono-
cimientos, habilidades y aptitudes especiales y determinadas.

• El Nivel de Promoción destinado a capacitar y preparar a aque-
llos funcionarios que aspiren a ascender en la carrera policial.

• El Nivel de Mandos orientada a la preparación de los mandos me-
dios y superiores que desarrollan tareas de administración y orga-
nización policial.

Los planes que conforman al Programa General de Formación y
Capacitación de las Policías de la Provincia de Buenos Aires regula-
rán las condiciones para el ingreso y el ascenso en la carrera policial
y, en consecuencia, estarán diseñados de forma que contribuyan a ca-
pacitar al personal en el ejercicio de sus labores con profesionalidad
y eficacia. Así, la formación y capacitación tenderán a la profesiona-
lización de la función policial, de acuerdo con las actividades espe-
cíficas a desempeñar.

Asimismo, el proceso de capacitación deberá incluir para todos
los grados el desarrollo permanente de las competencias propias del
quehacer policial, siendo su aprobación requisito ineludible para el
desempeño en las funciones que correspondan. El personal policial
será evaluado y calificado como mínimo, una vez por año, conforme
los procedimientos establecidos por la reglamentación.

En definitiva en un contexto democrático, el funcionamiento efi-
ciente del sistema de seguridad pública debe asentarse en tres pilares
básicos:

• Un liderazgo gubernamental integral sobre la institución policial;
lo cual supone abandonar la tendencia histórica a delegar en las
instituciones policiales el manejo de las cuestiones de la seguri-
dad ciudadana, que es cuestión de exclusiva responsabilidad del
gobierno político.

• Una policía capacitada y honesta, lo que implica jerarquizar pro-
fesionalmente al personal policial en un sentido integral, otorgán-
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dole formación superior y entrenamiento continuo, promoviendo
la especialización, el mejoramiento de las condiciones laborales,
un sistema de selección y ascensos que privilegie el mérito, y la
provisión de equipos y medios técnicos adecuados.

• Una ciudadanía activa y comprometida, asegurando la interven-
ción de la comunidad en la elaboración de las políticas locales de
seguridad, y del control del funcionamiento del sistema de segu-
ridad.

Conclusión

Como puede observarse, en el ámbito y competencia de la segu-
ridad pública, son numerosos los recursos internos, así como tam-
bién la incorporación y/o ratificación de instrumentos internaciona-
les de protección de los derechos humanos, y la inclusión de este
cuerpo normativo en planes y programas de estudio de los institutos
policiales.

Sin embargo ello no ha resultado suficiente. En efecto, al igual
que en otras experiencias regionales, en la Argentina, el Estado ha si-
do incapaz de asegurar la efectividad de sus leyes y de sus políticas
a lo largo del territorio y del sistema de estratificación social36. Tam-
bién persiste aún, pese a las reformas legales y otras herramientas y
planes de transformación institucional una deficiente capacidad del
Estado -en particular, de su sistema de seguridad, policial y judicial-
para dar cuenta del crecimiento y complejización del delito en nues-
tro país y, como consecuencia de ello, para prevenir, enfrentar, con-
jurar y reprimir exitosamente sus diferentes manifestaciones.

El desempeño policial eficiente frente al delito como la vigencia
de prácticas policiales efectivamente protectivas de los derechos hu-
manos requiere fundamentalmente de un proceso de cambio y mo-
dernización de las formas de conducción política de la seguridad y
de trabajo policial en materia de prevención delictiva e investigación
criminal. 
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37 Informe de la autora presentado al Ministro de Seguridad, octubre 2002.

Por cierto, el mejoramiento o modernización del sistema de capa-
citación y entrenamiento policial, la articulación de un régimen inte-
gral de control de la labor policial a través de una eficiente Oficina
de Control de la corrupción y abuso funcional y la optimización de
mecanismos dinámicos de participación comunitaria en la seguridad
pública significan, en la actualidad, reformas positivas en función de
lograr un desempeño eficiente y legal de la institución policial.

En orden a esta estrategia en materia de seguridad, entendida
como una situación social libre de riesgos, peligros y conflictos, en
cuyo marco los ciudadanos pueden gozar y ejercer sus derechos, li-
bertades y garantías constitucionales, se deben implementar algunas
acciones urgentes como: capacitación en derechos humanos, centros
de reentrenamiento, optimización de las relaciones con la comunidad
y sus instituciones, planes de prevención y conjuración del delito en
concordancia con nuevas tecnologías, programas de capacitación a
personal policial para el abordaje y tratamiento de la violencia
doméstica. Destacándose principalmente el fortalecimiento de la
Oficina de Asuntos Internos, dependiente en forma directa del Minis-
tro del ramo, tonificando de este modo un método de evaluación de
las fuerzas, que permita la determinación de las causas de inconduc-
ta o la existencia de algunas prácticas reñidas con el estado de dere-
cho, estableciendo un firme control sobre los abusos funcionales en
permanente colaboración con los órganos judiciales que investigan y
sancionan estos hechos37.

El grave panorama de la inseguridad en la provincia de Buenos
Aires ha permitido que la tentación autoritaria se expresara en la for-
ma de solución a este conflicto. De modo oportunista y efectista, se
emprenden campañas de aumento de las atribuciones policiales y
cercenamiento de derechos, ello compromete seriamente el futuro y
fundamentalmente se elude el abordaje integral de la problemática,
que como se ha señalado en materia delictiva en la Provincia de Bue-
nos Aires está íntimamente vinculada a las condiciones sociales exis-
tentes en su territorio, particularmente, en las grandes ciudades y su-
burbios. 

Ahora bien, el aumento y complejidad del fenómeno delictivo ob-
servado en la Argentina durante los últimos tiempos han puesto en
tela de juicio el sistema de seguridad pública existente, lo que sirvió
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para validar políticas de seguridad de signo autoritario basadas en el
aumento de los poderes discrecionales de la policía, el incremento de
las penas para los delitos y la reivindicación del uso de la fuerza ex-
tralegal como modalidad predominante y legítima de actuación poli-
cial, agregado a ello la situación de las condiciones de detención de
la personas privadas de libertad, cuyo número aumentó en los últi-
mos tres años en forma desmedida, en virtud de esta política de “to-
lerancia cero”. 

Todo ello acompañado de espasmódicas campañas de ley y or-
den, de “mano dura” lanzadas irresponsablemente ante la creciente
demanda de seguridad por parte de una población alarmada por la
amenaza y el miedo de ser víctimas de delitos.

Se debe reivindicar la seguridad como un derecho ciudadano
fundamental y por ende la participación ciudadana debe tener como
objetivo promover la intervención de la comunidad en la elaboración
de las políticas y en el control del funcionamiento del sistema de se-
guridad y lograr una mejor relación entre la comunidad y la Policía.
Teniendo en cuenta que existe una fuerte presión sobre los gobiernos
municipales por parte de los ciudadanos, es de vital importancia que
éstos se transformen en protagonistas y promotores de los cambios
que consideren pertinentes, tanto en lo que hace a la prevención del
delito como en la promoción de acciones y medidas preventivas de
la violencia en general, dando en esta tarea participación a las orga-
nizaciones de la sociedad civil, las redes comunitarias y a toda la co-
munidad. Colocando a la sociedad no sólo en el lugar de la deman-
da, sino también en el lugar de la responsabilidad ciudadana. En es-
te contexto, las fuerzas policiales, el sistema penal y el carcelario
pierden exclusividad y la seguridad pública también se vincula a los
derechos humanos, al derecho constitucional y aún al civil.

La ciudadanía no debe olvidar que en forma también orgánica y
estatal, aunque tal vez no sistemática, los derechos fundamentales de
las personas fueron enervados muchas veces en la Argentina de los
últimos años. Es necesario remontarse hasta los antecedentes histó-
ricos del terrorismo de Estado para comprender el porqué de su
irrupción aparentemente súbita. Esta perspectiva nos permite aso-
marnos a escenarios en los cuales son actores principales los conflic-
tos sociales y la represión de esos conflictos. 

Asimismo, son de vieja data los episodios represivos de luchas
sociales en los cuales el protagonismo de las instituciones militares
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y policiales se ve desnaturalizado por exigencias políticas ancladas
en distorsiones ideológicas, ya sea que la intervención de las Fuerzas
Armadas, y la subordinación de las policías a ellas, haya sido orde-
nada por gobiernos civiles o militares. 

En nuestro continente americano, sucesivos puntos de clivaje en
el orden jurídico de las sociedades nacionales nos legaron secuelas
de anomia y desintegración que laceraron el tejido social y cuya su-
peración devino desafío que la democracia, reconstituida, debió asu-
mir sin beneficio de inventario. Pero fue esa convicción democrática
de los argentinos, edificada sobre valores de derecho y libertad, lo
que nos permitió sobreponernos al extravío en que nos fue dado caer
en épocas sombrías de nuestro pasado reciente.

Una visión histórica de los hechos, es decir, una que capte los
procesos sociales en su dinámica , y no a modo de fotografía que
congela el presente aislándolo de sus antecedentes y de sus causas úl-
timas, es imprescindible si se quiere acceder a una vida en libertad y
con respeto irrestricto de los derechos humanos.

La historia ha demostrado que no obstante las numerosas ruptu-
ras de la milenaria tradición de los derechos humanos y el olvido ge-
nealógico en que han incurrido nuestras culturas con la reivindica-
ción de autoritarismos y abusos de poder, su construcción y defensa,
su ideología, ha sabido sobreponerse a autoritarismos y dictaduras, a
contextos nacionales e internacionales adversos, a guerras y extermi-
nios, en definitiva, las manifestaciones de la vida, las garantías de su
ejercicio en libertad, tienen siempre una reserva moral y legal para
hacer valer su existencia.




